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1 H T R o o u e e 1 o n 

La presente tesis tiene como finalidad resaltar las 

vio1acio11cs a los Derecl1os llumanos q1Je, como trato cotidiílno, 

realizan los servidores pdblicos encargados de la imparticl6n 

de justicia, y sobre todo en el ámbito penal. 

F.n el primer capítulo se desarrolla el concepto de 

Derechos Humanos, analizando las diferentes concepciones que, 

íl través de la historia, se fueron confornrnndo, ílSÍ como una 

h1·(~Vc srmhL1n7íl clP lil Co11dsi611 tlacional de Dr.rechos llumílnns; 

Institución creada para vigilar los actos u omisiones de las 

t\Uloridade~, coíldyuvilndn con ello, a que el gobernado 110 sr. 

vea afectado en sn esfera jurldtca. 

[l segundo capitulo, habla sobre la cstratlficacidn 

social; su concepto y las diferentes clases sociales que en 

M~xico prevalecen. Remarcando que la clase social de estra­

tn 111íls ha.in es la 111,t~ t1ff"ctada y los abusos qur. sr. comP.tcn 

con estas fJPrsonas. 

Asimismo, se pretende sefialar los factores jurldlco 

sncialrs que provoca la divisi6n de las clases sociales; qui~ 

11~s y c6mn cont1·ib11yen ¡1ílra violar los l>erecl1os ll1Jmílnos, 1·e­

saltando que no s61o las personas de escasos recursos econ6-
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micos son las que se ven involucradas en consecuencias pena-

les, sino también la clase al ta, que por detentar el poder 

económico, violan los preceptos constitucionales y penales 

si11 s11frir consecucnciíls graves en su perso11a. 

La J111partició11 de Justicia Penal, se contempla en 

el cuarto capít.1110. Aquí se destaca la falta de ética prof!! 

sional y vocación de servicio por parte de los servidnres 119 

blicos. Los precepto• constitucionales consagrados en el c~ 

pflulo correspondiente a las garant!as individuales. que 111as 

se violan, corno es el caso, de la mayoría de las personas 

privadas dr su 1 lhertacl, exceden el tiempo que marca la con.s. 

titucidn esperando ser sentenciadns. 

Ho se diga de las arbitrariedades y la injusticia 

mar1ificsta de líls íluto1·idadcs, cuando personas de escasos r~ 

cut·sos econ6n1icos se ven involucradas en 11n Juici<> pcnaJ. 

Oesde Pl inicio de la averiguación, en la que interviene el 

r.lnisterin 1'1i!JI ico y la Poi ic!a Judicial, hasta el Juicio, 

se violan los DerechcVi Humanos. 

íinal111enle, se detalla el procedl111lenlo ante la Cp 

misión Jlacional de Derechos llumanos, que conlleva el princi­

pio dr. lccr.cedlatez, concentración y rapidez, as! como las Re­

co~endaciocces que •e emiten a las autoridades que violan los 

Derechos llumaccos, que a111a¡ue no son obligatorias, si tienen 

uníl furrza moral .Y pol itica. 
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Cl\PITULO 

LOS DEHECllOS llUMl\llDS 

l. FUHDl\M[HTl\CION DE LOS DERECHOS ttUMl\HOS. 

f.íl f11n<la1ae11tílci6n de los derechos h11mílnos sr. inspira 

en las necesidades humanas, en la vida cotidiana. Se trata 

de unJ 1íl11or tr.6r1ca ~tll! l.ic11c uníl gr·a11 in1portar1cia 11rácticn. 

Surge con el ser humano y le son inherentes por su 

propia na tur(1lcz,1. 1 a persona como tal, desde su nilcimiento, 

y aün desde su concepcifin tiene derechos humanos que el Est! 

dc1 se 1 imit.1 a rt'<:1J11ocP.r y garantizar, pero que no ruede de.s. 

conocer. 

La 111odr.t·r1a cloctrina de los derccl1os es tina conscc11err 

ci.1 de la concrpción llheral de los mismos. 

2. CONCEPTO. 

Tales derrchns, son principios universales cuyo eje 

central es el hecho de la vida; el humano nació para vivir, 

"" importa donde hayíl nacido, merece llevar una vida digna. 

"~to es 1 rnerecP c:orn<~r, traba.lar, educílrse, descansar, <?xpr~ 

Sclrsc, etc. 
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Los derechos humanos son un conjunto de prerrogativas 

y faculta des inherentes al hombre, que por su importancia si? 

tornan indispensables para su existencia. 

Tarciso Uavnrrete, define a los derechos humanos como: 

"El conjunto de .1trihutos y facultades inherentes a la natura 

leza de la persona humana, reconocidos o no por la ley, que 

requiere desarrollo personal y social."(!) 

El hombre se sin~ulariza por su mente racional, gra-

cias a la cual puede conocer las verdades m~s altas, y esto 

le confiere su propia diqnidad y la hace superior a los de-

mc'is seres vivos dr. la tierra. Es un ser en sí mismo, con f} 

nrs propios, po:· lo que ol obrar respecto de otro, debe ha-

<:r1 rln 5tiln ~ohrp ~.1 hasr de quP. se lr. rcconozcíl cofllo lc~ftl-

ma en las mismas circunstancias, una conduela igual de los 

ot1·os, 1·es11ecto <le ~l. 

John Lewis senala: "Una manera m~s satisfactoria de 

plantear la cuesti1i11 de los derechos del hombre consiste en 

considerar que tales derechos se fundan en las necesidades y 

posibilidades hur.ianas y en el reconocimiento, por los miem-

brns de un r¡rupo soc i11l. de las condiciones necesarias para 

(l) 111\VARRETE M., TllltCISO Y OTROS. Los Derechos llumanos al 111-
cance _ele }9d_os. México. EditoriaT"lHii.ñii~-5·:·i\:-;-¡99¡ .·-¡;,1!j5. 
15:¡:g 
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cumplir sus fines comunes."(.2J Oe la misma manera hace refe-

rencia la Declaración francesa al seílalar:" .•. el ejercicio 

de los derechos nal11r.1les de cada hombre no tiene m.~s limites 

que los que aseguran a los demls miembros de la sociedad ni 

disfrute de los mismos." 

tl 1·econoc imiento de 1 os Derechos l!umanos es hase y 

fundamento para la 1 ibertad, la justicia y la paz. No hay 

justicia posible, si no se reconoce al ser humano su dignidad 

y por consiguiente los derechos y deberes que le son inheren-

tes. 

Hu puede considerarse que la existencia de los dern-

chas humanos depende del reconocimiento que de ellos haga ol 

Estado. Los derochos humanos se fundamentan en la naturaloza 

y dignidad de la pe1·sona humana, los tiene en su calidad de 

persona, por el hecho de ser y el Estado no se los otorga, si 

no r¡u!) se l inri ta. J reconocer su existencia. [1 Es Lado asuniC! 

la obligaci6n jurldica de asegurar plenamonte a la persona, 

la vigencia y cumpl !miento de sus derechos h1ma11os. 

Se debe entender que los derechos humanos, no s6lo 

son civiles y polfticos, ya que la dignidad de la persona no 

es fntegramente respntadíl, sino cuando se le concede un mini-

mum de seguridad económica y puede participar 011 la vida cul­

tural de su pals. 

(2) Lrn!S, JOilfL Los Derechos del Hombre. México. Estudios y 
comentarios a- ia--ñue-íla--OecTaracloT1--tJniversal. Comp. por 
la UUESCO, 19~9. p~g. 53 
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Cualquiera que sea la filosofía que se tenga o la ide_o 

logia que se profese, hay que aceptar que la dignidad de la 

persona hunana exige que los Estados reconozcan tanto los de­

rechos civiles y politicos como los sociales, económicos ycu~ 

tura 1 es. 

La 1\sa111blea de la Organización de las Ilaciones Unidas, 

señala en una de sus Declaraciones, que: "El goce de las lihet 

tades civiles y politic.1s y el de los derechos económicos, so­

ciales y culturales estln vinculados entre si y se condicio­

nan nutuamente. El •er humano privado de los derechos econó­

micos, sociales y culturales, no representa esa persona huma­

na que la Oeclaraci6n Universal considera ideal del hombre li­

bre". (11.G. 5 de fr·hrero de 1952 11/2119 Res. 543, Vl}; en otra 

de sns declaraciones seHala: "Un ser humano no puede mantener 

su dignidad y librrlad sin ciertas medidas de seguridad econ6-

mica y social y un minimum de educación y refinamiento cultu­

ral. (Res. 24 IV} 

La Organización de las Ilaciones Unidas y la Organiza­

ción de los Estados Americanos clasifican a los Derechos llum!l_ 

nos o "Derechos fundamentales del hombre" en: a} Derechos Ci­

viles y Polilicos; y b) Derechos económicos, sociílles y cultu 

ra 1 es. 

Estas dos categorias de derechos son "indivisibles" 

y la protección y el respecto de los derechos humanos sólo se 

loqrar~ cuando se reconozcan, no s6lo las libertades civiles, 
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sino también un 111ini111u111 de seguridad económica, social y píll'­

ticipación en la cultura, pílra que pueda cumplir, no únlcame~ 

te sus necesidades mnlerlales sino satisfncer sus aspiracio­

nes intelectual~s. morales y sociales. llsimismo, están los 

derechos cuya raiz no es inmediatamente el vilor de la liber 

t,1d, sino los v~1lore'> dr la igualdad y d1! 11 o;olidaridilcl, es 

decir, los derechos econ6mlcos, sociales y culturales recon~ 

cidos en la~ Consliluciones de casi lodos los Estados, pnro 

dnsafortt111adan1e11tc no l1a11 logrado ser ''positivisaclos 11 l1asta 

el grado de pod!!rlos llamar "derechos públicos subjetivos", 

En cada momrnlo hlst6rico surgen exigencias morales 

y socii'tlr.s íl las qu0 dr.b1?n cslin los Estados, que se dicen d1! 

n1c>cr~tico'> 1 ¡1re¡1aradns pa1·a ir inte~¡rándolas en normas jt1rf­

dicn-positivas. 

Si es bien sabido que la tutela de los derechos hun1<1-

nos cnrresponde al Estado, también lo es que el problema se 

agrava al cuestionar íl quién viola, quién ejerce, qué dere­

<:hos hur.ianos y, poi· ende, hacia dónde debe el Estílrlo dirigir 

sus de1·or.hos tutelares: a quién debe exigir el respeto, en 

favor de 11111~11 l1íl 111~ l1acerlo, por medio de q116 acciones y 

qué nnrmatividad. rara lo anterior deberán obervarse dos 

realidades: La desigualdad económica que existe en el mundo 

y la de.sigualdad que con lal pobreza se reparte entre sus ha 

hilanti:s. 
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Es conveniente y desable vivir en un Estado de Dere­

cho. Ese Estado de Derecho ha de servir al ejercicio pleno 

de los derechos humanos. 

También es necesario hacer hincapié en que los dere­

chos son correlativos de los deberes, que cada persona tiene 

para consigo mismo, y para la sociedad a la que pertenece, 

esto es, que asl como se tienen derechos reconocidos por el 

grupo social en el 11ue interactúa, así como por las normas j~_ 

rídicas, tambi6n se adquieren deberes para con ese grupo so­

cial y el Estado. 

Los dorechns no son absolutos sino relativos, y deben 

tener una función social. Los derechos de cada uno estln li­

mitados por los derechos de los dem§s, el bien común, la se­

~1uridad nacional, el orden público y, en general, el interés 

de la sociedad. 

Los derechos y deberes son correlativos, no sólo es 

necesario seílalar los derechos del hombre, sino hay que seíla­

lar que tien<•n dehores consigo mismo, con la familia a la 

cual pertenece y con la comunidad en la que se desarrolla. 

La Declaraciún Panamericana seílala en su articulo 29: 

"Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto 

que solo en ella puede. desarrollar libre y plenamente super-
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sonal idad". 

como: 

Jn•qe Carpizo McGregor, define los derechos humanos 

"Los derechos inherentes a la naturaleza hu­
mana sin los cuales no se puede v1v1r como 
ser hu111ano y 1¡11c el Estado cstti obligado íl 

respetar, proteger y defender y que son sus­
ceptibles a ser violados por una autoridad o 
por otro agente soc iill con el consentimiento 
expreso o Ucito de una autoridad". (3) 

Por lo antes expuesto, podemos seílalar que los dere-

cho~ h11111i'111nc; son los valol"f''> supremos clel i11clivld110, que por 

el simple hrchn de haber nacido, de vivir en una comunidad o 

s0cie1fad sr debc11 res11etar y salvagt1arrla1· 1>a1·a el beneficio 

propio y de líl com1111idad. 

[] ser humano, por el simple hecho de haber nacido, 

drpendlendo de su capacidad, razona y siente, por lo que me-

rrce ser tratado con respeto; nada justifica la violación de 

los derechos humanos. Cualquier persona, as! haya cometido 

un delito, debe ser o Ida, que se le trate con diunidad, no 

importando clasr. social. raza, sexo o rel igfón. 

U 1 icenciado Carlos Salinas de Gortari, Presidente 

fnnstit11cional 11~ los rstacfos Unidos Mexicanos, seíla16 en 

(J) CARPIZO Kc~R[GOR, JORGE. Greve Catecismo Sobre los Oe­
chos 1tuman1i>. México. Gacetaae-1a-coiñls1i3ñ--fiac10ñar de 
iif.recl1os-l1úinanos, Año r. Tomo r, flo. 2, 1990, p~g. !B. 
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su Discurso en la Universidad de Chicago, Estados Unidos de 

l/orteamérica, el 11 de ahril cln 1991, lo siguiente: 

"En éste nuestro texto constitucional se en­
cuentra una visi6n en verdad muy amplia de 
los derechos humanos. Ahf se reconoce en 
forn1a expl icíta no sólo el det·echo a la vida 
y a la integridad física y moral de la perso 
na sino. además, su inalienable derecho a la· 
Síl1ud, J¡¡ educación, r.1 trabajo y lu vivien­
da. Esta visionaria concepción del Constltu 
yente en materia de derechos humanos se sin~ 
tctiza e11 unil palabra: el reconocimiento,, 
la dignidad como valor fundamental del ser 
humano". (<1) 

Como se ha hecho hincapié a lo largo de este capftu-

lo J con las pal.1hras que el licenciado Salinas de Gortari 

¡n·o111111c it') f?n rd Oisc:urso transcrito, se rr.afirmíl que líl 11 0i.'J 

nidad" del hombre se debe reconocer como valor fundamental 

ds!I ser humano, y un rlr.recho inal icnablc. 

3. AllTECF.DEllTES llISTORlCOS. 

El concepto de los derechos humanos se desarro116 en 

Grecia, pero esencialmente con el Cristianismo al proclamar 

l.i igualdad de las personas ante Dios, constituyendo un ante 

c~dente del reconocimiento de la igualdad de las personas an 

te 1 a 11•y. 

{4) VARIOS, Gaceta. México. Comisión l~acional de Derechos lly 
manos. 15 de ñ1ayo rle 1991, 91/10. p.~g. 9. 
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Dos corrientes del pensamiento han pretendido expll­

ci\r los ori9enes de los derechos del hombre: el iusnaturalis 

no y el positivismo. 

S~qa11 el de1·eci10 natt11·al, la l'crso11a l1uma11a es ¡1osc~ 

dora de ciertos valo1·cs inherc11tes a la natu1·aleza misma del 

ser. El pensami1::into iusnaturalista inspiril 11 la recta razón 

dí~ l.i rerscna li~~·iiantf• valores inscritos en el corazón humn­

no y seflala que '"no fue hecho el hombre para el Estado sino 

C"l Estado pilríl t~I htl111bre", además e.le que el hombre tiene dC'­

rechos co11susta11ciale~ a su naturaleza y q11c deben sc1· rcs¡1~ 

Lados y reconncidns pnr el Esta.do. 

[l iusn•turnll•ta consagraba que la dignidad de la 

J 1 ~1·so11~ hur1a11a cxi<JP '\11e se reconozca11 derecho~ i11natos, 11t1c 

~~ afi1·ne11 c11 su r1alt1ralcza trascende11tal y valiosa. 

Dr acurr<tn íl ~~ta corriente, el homb1·e te11fa derechos 

naturales, inalienables, imprescriptibles, superiores al Es­

tíldo v cuyo fundaíl1r11to era la natt1r·aleza l1l1mana. 

Mientras que el po,itivisrno, sostenla que sus postu-

1a<lo~ (rl~1·Pc!1os h11mílnos) rlrbfan l1asa1·se en la investigación 

científica, ~n la 1-.116n. Por lo que s61o el derecho emana­

rlo ,,,,1 podPr qollernanle c1·,1 el ciue prevalecia, era el derp.­

cho •scrltn, loqlslado. A esta teoria han contribuido auto-
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res colilo Comte, f:ant y Kel sun. (5) 

Sin embargo, con el tiempo surgieron otras corrientes 

que trataron de conceptuar a los dPrechos humanos; entre las 

que se puede seíialilr la concepción socialista que sostiene 

que la noción relativa de los derechos humanos es condicionan. 

t.r. a sus variantPs del derecho social, esto es, en un Estado 

socialista su organización política se basa en el sistema co 

ll!ctivisla y ele propiedild sociíll ista sobre los instnuneutos 

y medios de producción, por lo que se considera que hay Igual 

dad entre los individuos de esa sociedad; para la doctrina s.n 

cialista no basta con ¡>roclílmat· dcclarílcin11cs to6ricas, sino 

que hay que garantizar material y efectivamente los derechos 

tle la 1•erst>1la hl1mana, cs¡1ecialn1ente las de car~cl~r· ecor16111i-

rn, sni:ial y r.ultur,11, sin Jos cualPS los derechos civiles y 

politi<:os son mera frase de propaganda. 

Nlentras que eu un Estado, con un sistema social capl 

talista, Jos derechos económicos y culturales constituyen 

pr~stt1rion!'s de ºrr.ill izaci6n progresivaº, que son otorgados 

1•n la medida de r¡ur. los recursos económicos del Estado y los 

Cfr. l'ftECll\llíl lll:RflJ\r!OU, RAFllEL. Lecciones dr. Filosoffa 
del OPrecho. Textos Universitarios-:-r-iéidi:o:·· U-.tr.A:~;:- ·· 
l9íl2. i lit 1.A CUEVA, MARIO. La Idea del Estado. Méxlco. 
tJ.11.A.fl. 19116. ·------· ······· ----· 
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El siglo XIX se caracteriza por 1 ibera!; nace en Sue­

cia con la Constitución de 1809 la Institución del Ombudsman, 

concebido como una Magistratura de persuación de opinión al 

alcance de cualquier persona para conocer de quejas por actos 

de autoridades, contrarios a la ley. 

La caraclerlstica del Ombudsman, tambi6n llamado Pro­

curador de Derechos Humanos, que tiene una autonomla cuyo ti­

tt11ar es d~st~níldo ¡101· ttr\ ¡Joder disti11to al qt1c Yíl a vigilar, 

esto"'· si es par.1 vi~ilar a la Administración Pública, drb_r. 

1·á ser noribrailo por el poder legislativo. 

Uéctor fix lamudio define a esta Institución como: 

''En tf1·n1i11os muy an111lios put!de definirse como 1111 orqanfsn10 a11 

tónomo, cuyo titular''' dcsl~nado por el Legislativo, por Pl 

Ejecutivo, o por ambos, con la función esencial de fiscal izar 

la acl.ivjdad i'\th11inist.1·ativa. recibir las ri:clamacionr.s de lo~ 

íldministrados, geslinnílr la pronta gestión de las cuestiones 

planteadas, y dP no ser posible, investigar dichas impugnaci9 

rtf\S, pílr.i qu~ SP. co11c;iderc qur sr. han t1fectado indebidamente 

los dcrPchos e intereses legitimas de los propios reclamantes, 

formular recomenclac iones no obl lgatorias a las autoridades 

r•speclivas con el objeto de lograr la reparación de las clt~ 

das vinl•ciones, presentar informes püblicos especiales y re­

rlodicn5 sobre líls cuestiones Investigadas y sugerir reformas 

y modificílciones a las prácticas, los reglamentos y las leyes 

adainistrativo• p•ra una mejor prestación de los servicios pd 
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bl leos". (6) 

Como se mencionó, el siglo XIX se caracterizó por ser 

un siglo 1 ibera!, en el que se fortalecen las ideas de demo-

cracia, proclamados en las Declaraciones estadounidense y 

írances; el Estado exist!a para el puP.blo, influyendo en las 

Constituciones que so configuraron en ese siglo y a princi-

pios del siglo XX. Tal es el caso de M6xico en la Constitu-

ción de 1857 y mis tarde con la de 1917, as! como la de Wei-

mar para la República Alemana de 1918, en donde también nacen 

las ideologías nacional lstas y socialistas. 

En 1948, a raíz e.Je la Se~1unda Guerra Mundial, 11t1cc 

La Orqanización de las ílaciones Unidas, proclamándose "La De 

claración Unive1·sal do los Derechos Humanos", r¡ue se basa en 

la l lhPrtad, .justicia y paz mundial. 

Ahora bien, en Mftxico tenemos antecedentes de la de-

frnsa de los Derechos ilomanos desde la Independencia: el di,s 

curso pronunciado por el cura Miguel llidalgo y Costilla, pr!> 

ponía nn respeto a los derechos fundamentales de los indlqe-

nas, sobre• todo el de la 1 lbertad; decreta la abol ici6n de 

la esclavitud. 

(G) FIX ZAMUDIO, llECTOR. El Ombudsman y la Responsabilidad dt! 
los servidores Públ iciis.eñ-MexícO. vlnCuTo Jür.filTéü~- iie: 
vlsla·a¡¡-¡r¡;redios ile·l a·UñTvers!dad Autónoma de Za ca te­
cas. no. 2, Abril-Junio/1990. pág. 39-45. 
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En 1014 Jos6 Ma. Morelos y Pavón en los Sentimientos 

de la Nación, enarbola los principios de Soberanla, abol ici6n 

de la esclavitud, prescripción de la tortura y administracl6n 

tributaria mi'ís humílníl. 

/\si n.icc rn Pl aiio dr. 1847, líl Procuradurfa de los Po 

bres en rl [>lado de San l.uis Potosi a instan~ia de Don Pon-

ciano Ar1·iaya, ¡>1·in1e1· a11teccde11te del '101nl1udsman 1
' n1cxic:ano, 

cu.vo ohjctivn era 1•1 subsanar la pobreza .Y desprotecclón en 

quo? se encontrah.111 los pobres ante las instituciones y sus 

n·prr.Sl!ntantes. rl nhJr.tivo clr. r.sta institución se encuentra 

•rílalado en el articulo 2" de la Ley que regla a la propia 

"/\rt. 2".-Serl de su nbligaci6n ocuparse ex­
clusivamente en la defensa de las personas 
desvalidas, denunciando pronta e Inmediata­
mente reparación sobre cualquier exceso, 
agravio, vejact6n, maltratamiento o tropelía 
que contra aquellas se cometiere, ya en el 
orden judicial, ya en el pol ítlco o mil llar 
del Estado, bien tenga su origen de parte de 
alguna autoridad, o bien de cualquiera otro 
funcionario o a9ente JJúbl ico". (7) 

Para el aílo de 1057, surge la primera Constitución de 

corte l iheral, en la que por primera vez en la histort.1 de Mé 

( 7) V/\P.!OS, /\~t_ci.lo~la de Clásicos de los Derechos Humanos. 
México. Co 1ecc1611 ¡.;aiiua les (le-· la Tóiiil5.i0i1 füicloiia r-ilc 
Derechos ~umanos, Talleres Gráficos de la ttaci6n, 1991. 
pá<¡. ~ 1. 
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xico se contahíl con un medio eficaz para proteger las garíln­

tias de los individuos frente a las arbitrariedades de las a.u 

torida<les íldmlnislr<ll.ivas y .1nle leyes inconstftucfonales: el 

Juicio de Amparo. 

En r.st.1 co11stitucf6n, el homhr" y sus derechos so11 el 

centro, en líl cuíll se dedica el primor capitulo a los llílmíl­

dos "Ocrnchus del llomhre", que para líl Constitución de 1917 

s11n llíln1íldos 11 na1·íl11tins I11divicluíllcs''. 

\'.i par.1 l.i Co11stit.11r.fón de 1917 sr. díl la constituci11 

níllizílción de prr.rroqíltlVíls dr. cílráctr.r e.con6111ico, social y 

r.11lt11ral pora los qrupc» sociílles qur. se ílSÍentan en el tnrrj 

tn1·io nacfnnal, las c11alr.s se encuentran conten1pladas ~11 s11s 

ílrtlculos 27 y 123. 

Las Constituciones de 1857 y 1917 dieron al mundo 1111 

r..iernplo de protección constitucional de las garantías lndlv_! 

rl11i1lcs. <J.irndo 6sta última la prfrner11 Constitución de carSc­

ter social. Aunqur no util fza el concepto moderno de "Dere­

chos ll11manns", sino el de 11 Gara11tfas lndivid11t1lr.s 11 para refe-

1·ir~e a lo n1is1nn. 

U11íl cosa s1111 Jos c!err.cf1os strbjetivos y otra cosa ~on 

las gílrílnlfas p.1!'a hM;crlns valer. Las garant!as son los 

me.dios juridicos par.i hacer efectivos los mandatos constitu-
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cionalcs, ns dncir, aquello~ m6todos procesales por los que 

se pul'dc ¡ircvc11i1· o rnpara1· una vfolilci6n a los derechos Íll!! 

domentolns (gorantlo dn amparo). 

f.I instrumonto procesal paro la tutela de los dere­

chos humanos es el juicio de amparo. El amparo puede lnter­

poner·sc en cn11t1·a clr íl[tos de a11toridíld o e11 cor1t1·a de leyes 

que violen la esfera jurldica del hombre reconocidas en nues 

tra Constitución, los cuales se encuentran regulados en los 

artlculos 103 y 107 del precepto seílalodo. 

Sir1 ~n1l1ílr90, nl J11icln de Arnparo 110 /1a lograclo ser L~ 

talmento efectivo, y,1 qun lo protecci~n constitucioual se 

constt·iiiP 51ílo íl aquellos que soliciten la protcccidn y amfl?. 

ro dp la juc.tici,1 federal y no a aquellos que afecta el acto 

fncon>t.ltucionol, aunado a que en la pr6ctica, el amparo tio 

ne r.1 ir11:onven iPnll! rle ~er 1111 recurso costoso y complicado 

que r1•quinr« dn los servicios de un ahogado y que muchas ve­

ces ex ist.n compl ic !dad entre el Poder Jud letal y quienes vio. 

1.10 1 a 1 oy. 

/\llora bien, podemos seílalar que con el tiempo se han 

ct·nado divorsos Instituciones cuyo ob,ietivo ha sido la defe_11 

sa de lo~ Derechos Oumanos, entre las que podemos seílalor: 

Jn Prncuracluria ír>dr.ral clr.1 Consumidor en 1975t r.n cl cslt1do 

dn lluevo León, la Dirección para la Defensa de los Derechos 
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ll11manos en 1979; en ln ciudad de Colima se fundó la Procura-

duría do Vt•c lnos en 19!13, que se formal iz6 en la Ley Orgáni-

ca Municipal de Colima de 198~; en la Universidad Nacional 

Autónoma de M~xico se estableció la Oefensorla de los Dere-

chos U11iversiL1rios en mayo de 19ü5; en Guerrero, la l'rocu·· 

ratluría Social de la Montaíla se creó en abril de 1987; en 

Aquascal i"11tes 1.1 Procurndurla de Protección Ciudadana del 

Estudn naci6 en ª!JOSto de 1988; en Querét.1ro se cnnfi!luró la 

Defensoría de lo> Derechos de Vecinos el 22 de diciembre di! 

19flfl; el Departamento del Distrito Federal estableció la Pr~ 

cu1·adul'la Social nl 25 de enero de 1989; se creó la Direc-

e ión Gr.nr.ral ele Or.l'r.clws llumílnos de la Sr.crr.larfa de Gobcrn~ 

ción el 13 de febrero de 1990; y finalmente, en Morelos se 

e>tablccifi la Comisión de Derechos llumanos en abril de 

19!19. (B) 

Actualmente vivimos en un Estado de Derecho, de tol~ 

rancia .v libertad, donde los derechos humanos est.ln normal-

mente protegidos por el Estado, que puede ser considerado co 

111c1 s11 ¡11·i11ci¡,íll qílra11te y pron1otor; es 11ace5a1·io c11lonces 

c¡uP. dicho Estado esté dotado de instituc ione~ políticas y de 

un sistema judicial que favorezca su realización. 

{!l) VARIOS, Gacela. MP.xico. Comisión tlacional de Derechos llu 
manos, r.iij¡;¡;¡.s Gráficos rle la·Naci6n. 1990. 90/1.¡i~g. 2.· 
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Es precfso, por tanto, que las instituciones civiles 

y pollticas posean un carlcter realmente dernocrltico y que 

su funcionamiento ¡1arantice • todos los ciudadanos, un acce­

so igualitario • los derechos y 1 ibertades fundamentales y 

especialmente• los derechos econ6rnicos, sociales y cultur~ 

les y que se esfuercen por eliminor las desigualdades que 

afecten 1 determinados individuos o grupos, acogiendo priori 

tariamente las demandas de los sectores mis desfavorecidos. 

PodeMos, e11to11ces, considerar que el ho111bre en cual-

quier fase histórica dado en una sociedad, par• dar lo mejor 

dP si, ha sido y es nocesorio que se le reconozcan sus dere-

chas fundamc11lales. como lo considera Antonio Carrillo rlo-

rf'S al st'iialnr: "Es inte1:1porill pi1ra no rlec:ir perpetuil, la ne 

ccsidad del hombre, de la mujer, del niiio a que se le prote-

ja la vida, lo llbcrt.1d, la seguridad tic su ¡1ersona; tiene 

también el hombre co111¡utstado do.stlc hace si!Jlos, el clero.cho 

para pensar, ercer y para reunirse pacificamcntc. Mas, jun­

to a estos dr!rechos tradicionales, hay otros nuevos, fmpues-

tos por el ambiente econ6mico y social de nuestro tiempo y 

por los confl lelos que dividen a los hombres a1in 1ientro de 

1111 rnisn10 [slíltl11; el de''º s11f1·ir discriminaciones ¡1nr ra1a, 

color, sexo u opiniones". (9) 
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4. LA COMISION NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS. 

Es la ln•tituci6n cuya funci6n esencial es la de re­

cibir las quejas de los administrados frente a los actos u 

omlsiories de la ilcfministraci6n p1iblica, procurar una solución 

rlpida y de no sor posihle, llevar a cabo una lnvestigacl611 

que concluye co11 una recomendación no ohl igatorla, que se rl!­

mite al superior jerlrquico de la instancia donde se hayan 

violado los derechos cfel 1¡obernado; en la que se prete11de r!! 

parar la violación, una vr.z analizada Ja procr.dencia de! la 

queja, esto es, verificar que la queja sea realmente u11a vi_o 

lación ij los dnrrrt10~ f111rranos. 

Podria <lrcir~r. q11e es 11na especie de On1b11cfs111a11, ya 

qne. al crear r.st.1 fnstitur.i6n se quiet·e dar un sl~no dr. ide11 

tidad demócratica, de democracia que respete la libertad de 

crec11c~as, Je cx11r·esi6n, de organizaciones pop11larcs y sr. 

f•asa en 11níl soberar1ia ror111Jar; no es .111ez, ni legislador 11e­

ro coopera para nna mejor administraci6n. 

Aunque tiene ciertas caracterfsttcas parecidas, tam­

bién tiene grandes diferencias. Jorge Carrizo, senala lo sf 

quiente: 11 Sf? parP.C{~ r.n lil prr!sentaci6n de lílS cp1rdas, en la 

facultad d1! invcstig.ici6n, en el acc.eso directo del qurJoso 

nJ '1r9a110. l~fl la r.1c11lt.ild de pedir torla la dor.umr.nlílC:ÍÓfl l'Q­

lacionada r.nn rl caso. en la informalidad y antiburocratlsmo 
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de su actuación, en lo apol(tico del cargo y de la función, 

en líl gr,1tuid,1d <l~l 5orvlclo, en la elahoraci6n cif! iníormes 

periódicos y ¡'iubl icos. llo se parece en la designación, pues 

tu que en México la realiza el Presidente de la Rüpt1blica y 

ta Comisi611 110 tiene poder sa11ciorrndor, y e11 que líl Comisión 

tiene f.icult.1des ~''° 9eneralmente no se le atribuyen al Om-

buclsman, qui' es, 1·eprnsentar .11 Gobierno de la Rcp1íblica ante 

Organismos internacionales ~ubernamentales y no gubernament~ 

les de derecl1os hun1anos y poseer f¡¡cultades ele prevención de 

violaciones, educativas y culturales re>pecto de los derecho5 

humanos". (10) 

La l.ey el<! la Comisión llac ional ele Derechos Humanos y 

su Re~1l.i111c11to, r.n los ~1rtir.111ns 2º y l" re.,pr.ctivilmc!nlr, f!S-

lílblecen la naturaloza jurldica de la Comisión, al scílalílr: 

es un oq¡anismo descentralizado, con personalidad .iurl-

dica y patrimv11io propios que tiPnc por o(Jjr.to es1!11c:inl 1.1 

protección, observancia, promoción, estudio y divulgación de 

\05 derechos humanos previstos por el orden jurfdico mexica-

110". 

/\sf pues, la Comisión llacional es un órgano de vi<¡i-

lancia en favor de los derechos humanos, que forma parle del 

[stado mexicano sobre las autoridades, para que €stas respe-

lE•n los derechos constitucionales de los que gozan los inrli-

( 10) CARrtzo McGREGOR, JORGE. Derechos Humanos y Ombudsman. 
México. Instituto de \nvesTlgaClo-né"S<lifrTafc-.ü~ U'.N."i\.M. 
y Comis\iin Jl,1cional de Derechos 1!11111anos, Imprenta Alrll­
na, 1992. p.í~. !B. 
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viduos. 

5. Rír.Ul.l\CJOll JURIDJC/\. 

La Comisión Nacional de Derechos Uum11nos nace con e.a_ 

r.tcter constitucional en ••1 aiio de 1992 al sr.r rr.formaclo el 

articulo 102 de la propia Constitucl6n, para adicionarse el 

apartiHfo 11 B", cJJndolt! de rsíl mílnera su f11ndt1111entnci611 lagal, 

que a la letra dice: 

"l\r l Í Cfl 1 fJ J 02. 
1\) 
E} El Congrc•so dr. la Unl6n y las Le\/islaturas 
de los Estados ''"el ilmblto dr. sus respecti­
vas competencias, cstablecf!r~ll orgtinismos de 
prolecc: i6n a los Derechos llumanos que otorgan 
el orden jurldico mexicano, los que conoceriln 
de quejas on contra de actos u omisionr.s de 
naturaleza administrativa provenientes de 
cualquier autoridad o servidor ptibl leo, con 
"xcepclún del Poder Judicial de la F~c/eracl6n 
que violen estos derechos. Formulftn recomen­
daciones 111ibl leas auton6mas, no vinculatorias 
y den~r1cias y q11cjas ante las a11toridades re~ 
pee t 1 vas". { l l ) 

Cabe hacer mención, que en el aiio de 1990 mediante 

Decreto publicado en el /liarlo Oficial de la federación el 

de Junio, se crea la Comisión tlacional de Derechos Humanos, 

como organismo desconcentrado de la Secretarla de Gobernacl6n 

lo que dió 1ugur fl qu0 sr. cuestionara su mílrco Jurídico y ha~. 

{ 11) Ocucto Puhl icado rn el Diario Oficial de la federaci6n 
el 28 de enero de 1992. 
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ta las facuJt,1des del Prr.sidente de la República para llevar 

íl cabo la c1·eílcf611 ele sc1ncja11te organis1110. Y sol>re todo se 

cuestionaba el por qui no nacla constitucionnlmente o en apo-

yo de una ley e111anad,1 del Congreso de la Uni6n (12), p.1ra lo 

cual el poder ejrcutivo cnvfa el proyecto correspondiente, y 

es entonces cuando el Congreso de la Uni6n aprueba el rango 

constltuciDnal que se le quorla dar a la Comisión Nacional, 

al decretarse la reforma del articulo 102 ele nuestra Constitu 

ción y que se publica en el Diario Oficial el 211 de r.nero de 

1992. 

El ~9 de jtrnln ele 1992, se publ lea la Ley ele la Comi-

sicín u.1cio11al de Derechos llumilnos, y en su segundo articulo 

se cstablcc0 su naturaleza, al milnifestar: "La Comisión Hacig 

11.i I clr IJr.rPrhos ilum.1nos rs un ór9ano desccntral iz;ido, con pr.r, 

sonalldad juridica y patrimonio propios que tiene por objeto 

esen-:.:ia1 lti protección, observancia, pr(lmoci6n, estudio y clt~ 

vuloac: i1í11 clr los 0Prr.rhn~ llumanos previslos por P.1 ordr.n jurf 

dico rnr.xir.a110". 

Ahnra blrn, stt Reglamonto se pttblica el 12 de novlrm­

brr de 1992 en el Diario Oficial, que en su articulo prime1·0 

sniiala: "Art. tº El presente ordenamiento reglamenta la Ley 

(12) Cft'. Cf\RPllO l:cGREGOR, .JORGE. _\)_e_r_e_c)t.Q_S_[l.u!".an.o.s __ ,\' _ _D!n.b_u.cJ_s:­
man, np. cit. pár¡, 116. 
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de la Comisión tlacional ele Derechos llumnnos y regula su es-

tructura, facultades y funcionamiento, como organismo deseen 

tral izado, con líl personalidad jur!dica y patrimonio propios, 

cuyo objeto esencial es la protección, observancia, la prom~ 

ción, el estudio y la divulgación de los Derechos llumanos prg. 

vistos por el orden jurfdico mexicano y en los instrumentos 

ju~ldicos internacionales que M~xlco ha ratlf icado". 

De estn forma, se puede concluir que la regulacl6n Jy 

rídica de la Comisión r;acional est.f bien definida y se encue~ 

tra conformada por: la Constitución Pol ftica en su artfculo 

102 apartado "O"; su Ley y Reglamento, asl como los Tratndos 

y Convenios Internacionales suscritos y ratificados por M6xi-

co. 

G. AHUITO DE COMPETEtlClA. 

Jor~e Carpi10 seílala que, el articulo 102 de ln Con! 

titución, 1" otorgn nctuación en los siguientes limbitos: 

Como primera y última instancia. en violacio 
nes de Or•rechos llumanos en los cuales interviene 
una autoridad o funcionarios federales. En caso 
de que en la violación participen autoridades 
y/o funcionnrios federales y locales, la compe­
tencia se surtirl en favor de la Comisión Nacio 
na l. ·-

- Como segunda y última instancia respecto de r! 
comendaciones, acuerdos y omisiones de los orga­
nismos locales. 
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- En casos de importancia nacional, el organis­
mo de este carácter puede atraer cualquier asun 
to, aunq1ie ya lo este conociendo un organismo -
de carácter local". (13) 

/\llora lii1?n, "' articulo 3º de Ja Ley de Ja Comisi6n 

lltlCional, sciiala: 

"/\l!T. 3o.- La Comisi6n llacional de Derechos llu 
manos tcndrJ competencia en todo el territo--­
rio nacioníll, para conocer dci qur.jas relaciona 
das con presuntas violaciones a los derechos -
humanos cuando éstas fueren imJJ11tadas a aulori 
d.1d1~s y set'viclorcs piíhJ icos de c,1r11'c:ter fr.de--­
ral, con excepción de los del Poder Judicial 
de la FedHaci6n. 

111 ser organismo federal y de coráctcr nacional, la 

Cnr1isi611 tendrá su primada sobre los 6rganos estatales, en 

lo que se refiere a casos de presuntas violaciones a los De-

rE>chos Humanos en Jos que estuvieran involucrados tílnto autp 

ridades locales como federales, tal como lo seílala el artfc!• 

1 o 3", ser¡undo pJrra fo de su Ley: 

Cuando en un mismo hecho estuvieren involucra 
dos t1111to a11turidades o servidores pt1bl icos · 
de la Federación, como de las Entidades Fede­
rativas o Municipios, la competencia se surti 
r,l en favor de la Comisión llacional. ··· 

Esto nos demuestra que la Comisi6n Nacional tiC?ne un 

Jmbito de accffin, considerablemente amplio, pero que como tp 
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da norma j111'fdica tiene su exrnpci6n, que! le demarca los Jf-

mi tes en Jos cuales no tendrl facultad de acción. 

[s Ja encargada de resolver y decidir en un proceso 

uniinstancial si huho o no violaciones d1! las Garantías JndJ. 

viduales de una persona. Asl, al ser la Comisión Nacional 

un ór9ano encargado de proteger las Garantfas Individuales y 

Sociales consagr.1das por nuestro orden jurldico, sr. encuen-

tra otra 1 imitante en cuanto a Jo que se refiere a los artl-

culos 27 y !23 constitucionales, donde se ve restringida su 

competencia en cuanto a Ja defensa de los campesinos, como 

grupo sor.ial, ya que existe la Procuradurfa Agraria que es 

r.1 6rgílno !!IJCi11'91Hlo de protcgr.r a los r.amprsinos, sin nmhat' 

qo c!l ReyJ.1menlo lntcruu de la Comisión flacional, establece 

en su articulo 17, srgundo pSrrafo, lo slguiunle: 

Las quejas por presuntas violaciones a Jos Der! 
chas Humanos por parte de Ja Procuradurla Agra­
ria ... quedarán dentro de la competencia de la 
Comisión Nacional cuando sus actos u omisiones 
puetla11 ser ref1Jtadas como at1toridad. 11 

Pero sólo en tr6tandose: de 1 os casos en que la Pro-

curadurla Agraria actae como autoridad violando Jos Derechos 

SocialP.5 di! Jo5 campesinos. 

En cuanto íll artfculo 123 de Jíl Constltucl6n, la Co-

inisicín llacional se ve impedida para intr.rvcnir en cnnfl ictos 
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laborales, toda vrz qun la propia Constitución reconoce la 

existencia de Juntas de Concil laci6n y At·bitraje y del Trih!J. 

nal F1•dor.1l do Concil iaci6n y Arbitraje. Sin embargo, si pue 

de conoter de violaciones a los Oerechos llumanos que preven­

gan de actos ad111i11ist1·ativos, m~s no de decisión o de resolu 

e i dn. 

Asimismo, se vr. imposibilitada para actuar en cuesti!J 

nes electorales, ya que esta función corresponde a los 6rga­

nos que establee• la Constitución y las especificas que los 

Estados seiialílll en cílcla caso, como son P.1 lri"it.ituto Fr.clr.rat 

Electoral y nl Tribunal Feder.11 Electoral. Sin embargo, la 

C:o111isl611 fl,1cio11al tir.nr. H11t1 intervención muy cspri:i11l. y r.s 

en los casos r.n que se violen los Derechos llutnanos rle una per 

so11a d11ra11te los 111·oc~sos electorales, c11mo es el caso cr1 el 

qur. S!! le impida votar a una determinad,1 persona; pero sólo 

en casos en que la violación se real ice por autoridades o ser 

vi dores ptihl leos y r¡uri se envíe su RC?comenclnción ;u1tr.s de qur. 

las autoridades competentes emitan sus resoluciones. 

f11 lo que competr. al Poder Judicial, como una excep­

ción del articulo 3º de su ley, la Comisión Nacional es in­

com11eter1tc c11 cuíl11to a ir1terver1ir en líls resoluciones J11ris­

dicionalos, que se encuentran sefialadas en el articulo 19 del 

Rnglame11to Interno de la Comisión Uacional. Pero si se le 

otorga un cardcter de Ombudsman judicial al poder revi•ar los 
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actos administrativos del Poder Judicial, pero solamente res­

pecto a los poderes judiciales de las entidades federativns, 

y no en relación de los actos administrativos del Poder Jud1 

cial Federal. (14) 

(14) Cfr. lbidem. p~g. 129 
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CAPITULO 11 

LA ESTRATIF!CAC!Oíl SOCIAL 

La estratificaci6n social, es un concepto sociol6gi­

co que hace referencia al hecho de que los individuos y los 

grupos que componen un sistema social, se encuentran dividi­

dos en estratos o clases superiores e inferiores, que se di­

fcrencidn en ft1r1ci611 <le t111a o más ca1·acte1·fsticas o valores 

importantes para la sociedad. Es la divisi6n de los gurpos 

sociales, cada uno de ellos diferenciados de los otros por 

caracterlsticas específicas: situaci6n, poslci6n, modos de 

vida y posibilidades de sus miembros. 

2. CARACTERIST!CAS. 

Cuando la estratificaci6n social es muy rfgida, po­

demos decir que se trata de una casta, por ejemplo, la soc1! 

dad hindd, antes de la proclamaci6n de la RepQblica de la !~ 

día (1946). 

Otra clase dr estratificacl6n son los estamentos, C! 

yas respectivas posiciones están determinadas por el Derecho 
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o por una costumbre muy vigorosa, tal es el caso de la estr~ 

tificaci6n mr1tirval comprendida en tres cstan1~nlos: la nol1l~ 

za, el clero y el Estado llano. 

Cuando la estratificacifin no es muy rlgida, cuando 

las divisiones, aunque importantes, no afecten a los derechos 

individuales bdsicos del hombre, y sobro todo cuando hay mov! 

1 idad, es decir, cuando hay posibilidad de pasar de una capa 

a otra, entonces la estratificación se llama divfsi6n en cla 

ses soc iíllrs. 

f1 01· lo grnet·al sr l1ílbl~ de tres clílsr1 s sociales: al­

ta, n1ccfia y l>ajíl. 

Para Max Weber, "La estratificacifin social es el re­

sultado de la división del poder en el seno de la comunidad 

politica, que se manifiesta en una triple jerarquía: 1) La 

jerarquía económica, basada e11 el poder econ61nico, que cons­

tituye a los iudividuos en clases sociales; 2) La jerarqula 

sorial propillmente dicha 1 basada en el poder social, P.11 la 

condicifin o en el honor, que constituye a los individuos en 

"estamentos" y 3) La .ierarqula pol!tica, que corresponde a la 

distribución del poder polltico·o de la influencia y, estl 

compuesta por grupos a los que se dará el nombre de "parti­

tlns". Cadu una s<? apoya en un tipo concreto de poder y que 

se compone dr grupos de naturaleza diferente, que en la so-
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ciedad moder11a ni estamento se apoya generalmente en la con­

dición econúmic.1 y que la influencia pol !tica est§ directa-

mente asor.iatla ,1 la importancia econ6mica". (15) 

Si bien r.s e lerto que el factor nco116111ico es preponrl_<?_ 

rante para la división de clases sociales, t.1mbién Jo es, que 

existen otros factores que determinan la cohesión entre los 

grttpos sociales, como lo senala Lucio Mendleta y HOílez, al 

considerar que "l« clase social est~ determinada ¡1or una co~~ 

binación de factores culturales y económicos. Podl'famos de-

cir que las clases sociales son grandes conjuntos de persa-

nas, conjuntos que se distinguen por los rasgos espec!ficos 

de su cul tun1 y su situar. i611 econ6mica. Mn cuando el factor 

económico tiene gran importancia para 11 det~rminación de Ja 

c:lasr. -;or:ial, en rea1idttd el ít'lctor decisivo es el dn lil cul-

t11r.i, puoslo que sólo es posible el paso de los individuos de 

uno a otro cfrculo mediante la adaptación cultural". (16) 

Por lo que se considera que el concepto de sociedad 

humana significa, llevado a su mds simple expresl6n, que, en 

su existencia. los hílmbrcs se adaptan unos a otros jerlrqui-

camcnte y dependen unos de otros. 

( ¡ 5) 

(16) 

WEBER, HAX. Citado por tticole Laurin Franctte, Las Tco-

~¡J~~Jl~~i~:LM;ti~~á~!'ditú\tf!:~-¡~-1~·1H'J;·'db~;~-~J~a{{~ 
res, S.A •• p~gs. 79-117. 

NE11UIETA ·y llUiiEl, LUCIO. Citado por Luis Rccasens Sichcs, 
Sociol_ogia. Viéxico. Edilorial Porrtía, S.A.,1991.plg. 452. 
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El individuo dnpcndc de la convivencia con los otros 

para su existencia tanto física como psíquica. Los linmbres 

viven aroyfindosn recíprocamente, en interdependencia social. 

Co1:io cita Juan Jacobo Rousseau, en el Contrato Social, 

para seílalar que la unión, el respeto entre los miembros de 

la sociedad serla una soluci6n para la integración del grupo: 

"Encontrar una forma de asociación que defienda y proteja de 

toda fuerza com1í11 íl la persona y a los L>ir.nes de cadíl asoci~ 

do. y por virtud de la cual cada uno, uniéndose a todos, no 

obedezca sino a sí mismo y quede 1 lbre como antes". (17) 

La qeneralización y cuantificación del poder en los 

si~tenlíls scicialc~ se ¡11·ese11ta en dos moclns o rlirccciones pri~ 

cipales interdcpr.ndlentes, pero distintos, que son el econ6mJ 

coy el poi ítico. 

En la sociedad moderna la estratificación social se 

a¡1c>ya 9r'n"1·aln1e11te en 1~ condfci6n econ6n1ica, y ln influnncia 

política está directamente asociada a la importancia económl-

ca. 

La estratificación social, presupone una desigualdad; 

la desigualdad, es un hecho natural e inevitable para el /lom·· 

(17) RUUSSEAU, JU/\11 JOCODO. Contrato Socia]. México. /\Ji¡¡nza 
/lustral, E>pasa-Calpe 1:.exTcaiia-;-s~7i".-;-·¡992; Décima Edi-
ción. p.lgs.17 a 163. 
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bre; aunque el sistema socialista concebla la idea de un mun­

do en el que las desigualdades sociales no existieran y en el 

quo los Individuos fueran Iguales en todos los aspectos, pero 

en la rc.11 ldad, aún en las sociedades que se decfan soci,11 is­

tas, no se ha visto, ya que en todas las sociedades sigueexil 

tiendo esa diferencia social entre los lndlvidt1os que la int! 

gran, y que no es exactamente resultado de diferencias natur.a. 

1 es. 

Asl Juan Jacobo nousseau, senala al respecto:" .•• que 

en lugar de destruir la Igualdad natural, el pacto funda1nen­

tal sustituye, por el contrario, con una igualdad moral y 1!!_ 

gltima lo que la naturaleza habla podido poner de desigualdad 

flsica entre los hombres, y que, pudiendo ser desiguales en 

fuerza o talento, advienen todos iguales por convención y de 

recho".(18) 

Cierto es, que existen desigualdades naturales, y que 

por lo tanto también existan en los grupos sociales, pero es­

to no justifica que pudiera existir desigualdades, en cuanto, 

a merecer ser tratados con dignidad y respeto. 

Talcott Parsons, considera que "la categorla clasif_i 

(18) !hielen•. f1•í;1. 36 
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catorla más in1pol'tante la constituyen las clases o cate¡1orlas 

de status." (19) 

En nuestra sociedad se encuentran diferencias socia-

les que podrlan ser consideradas de tres tipos: 

- Las diferencias econ6micas, 

- Las diferencias ocupacionales y, 

- Las diferencias culturales que también se les 

podria llan1a1· ed11cacionales. 

La Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexi-

cnnos, e11 sus articl1los 25 y 28 seílnln en forma compleja la 

equidad económica que debe prevalecer en la sociedad, as! 

pues, reconoce de que existen las clases sociales, aunque no 

d~fine ni cuántas ni culles son. 

En cuanto a las diferencias económicas, resulta ob-

vio que las hay, toda vez que una de las grandes dificulta-

des que vivimos en nuestro pals, es precisamente la mala di! 

trib11ci611 de la riqueza, la ct1al se enct1entra concentrada en 

unas cuantas familias. 

Las diferencias ocupacionales revisten una particu-

(19) PllRSOrlS, TllLCOTT. El Sistema Social. Madrid. Alianza 
Univentdad, lllian:z-a-ErtHorlaí. .. -s-:7\., 1982. págs. 33-
15 7. 
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lar importancia, si consideramos que no todas las ocupaciones 

que existen en la sociedad, son valoradas de la misma forma, 

es decir, 11(1 es lo mismo se1· gerente de una en1presa a se1· e~ 

jero o mensajero dP la misma, ya que éstos recibirán un trato 

diferente. esta es una situaci6n muy clara que a diario se v! 

ve. 

Y respecto a las diferencias sociales en lo relativo 

a 1 grado de cultura, para lo cual rodemos definir 'cultt1r<I' 

"como rest1ltado de cultivar los conocimientos humanos y afi-

narse las facultades intelectuales del hombre por medio del 

ejercicio" (20); considero que son las más marcadas. 

Seq1in Lucio Mendieta y llúñez, por cultura "entenderros, 

en estr caso, no solamente el saber de cada grupo o de cada 

ir1divf<l11c1, sirio el conj11nto de t1abitos, de ideas, de moclos 

de ser sociables, el estilo de vida, en fin, que distingue 

un~s de otras a las clases sociales". (21) 

Se puede considerar que la cultura es un factor dete~ 

minant~ pr1ra la dif~rr.nciaci611 socinl. ya que el hombre que 

desarrolla su cultt1ra serl una persona que obtenga mejores 

(7-0) 

(21) 

PALOllf1R DE MIGUEL. ,JUAll. Dicci.onario para Juristas. Mé­
xico. Ediciones S.R.L., !981~- jiag:-:i5r:- ----·---------

liEllDIETA Y llllílEZ, LUCIO. Las Clases Sociales. México. 
E•litorial rorr1ia, S.A. l9b7-:-3ii-:- t·a1cTiiñ:-¡1ags. 7-211. 
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posiciones, provocando con esto la moví 1 idad en su estrato sp_ 

cial. µuesto que, su actividad ncupacional será de mayor im­

portancia y obtendrá una posici6n económica más favorable. 

3. FACTORES JURIDICO-SOCIALES QUE PROVOCl\H LI\ DIFEREN­
CIA llE Cl.l\SES. 

Las consecuencias que produce la desigualdad social 

en nuestra sociedad se pueden agrupar en dos grandes grupos: 

Los factores de tipo penal 

- Los factores do tipo social 

Podemos 1focir, que los factores de tipo penal, son 

aQliC!llos en los cuales el hombre, al Infringir una norma ,ju-

rldica, y que puede afectar íl terceros, se le castiga con la 

punibil idad, que la misma norma establece. 

El Derecho ~s un ordenamiento de la conducta social 

de los hombres. Toda configuraci6n jurldlca, ya sea por de­

creto imperativo de normas, o por afil'macl6n habitual de mo-

delos d~ conducta, se real iza a través del obrar humano. 

Mantener las normas, c11mpli1!ndolas es una acción humana. l\E_ 

ci6n h1111i.111a es también !!l mantenor las normas mediante impo-

sición judicial ele sanciones contra las transgresiones. 
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La distribución desigual del poder económico corres­

ponde, a la distribución del poder adquisitivo, lo que orig_i 

na que la mayorla de la población esté viviendo en condicio­

nes de inferioridad, que no siempre corresponde a la capaci­

dad individual o social; que hacen al individuo examinar su 

propia posición ante la sociedad y, frustrado casi siempre, 

siente su pequeñez, envidia, odios y resentimiento ante una 

constante y desfavorable comparación que se convierte en es­

timulo paro tomar medidas inapropiadas y delictuosas. 

Asf, al existir situacio11es de tcnsidn entre los es­

tratos bajos y los altos, por abusos cometidos por los segu~ 

dos donde los primeros sufren tremendas injusticias, hace 

<¡'le se !JCnere un ambiente de hostilidad. Lns tensiones so­

c i~les intPrnas se convierten en antagonismos abiertos. 

Lo que el individuo es y vale en la totalidad social 

lo debe ~ su lugar en el grupo social, esto puede ayudar a 

explicar las correlaciones variables entre la delincuencia 

y pobreza. 

~e ha dicho que la mayorla de los delincuentes proc! 

den, por lo general, de las clases más pobres, pero, paradó­

jicamente existen menos crimenes en las zonas rurales, que 

en las zonas urbanas donde hay exceso de policlas, riqueza 

y medios más apropiados para combatirla. 



- 42 -

lléctor Sol is Quiroga, considera "que los principales 

actores de la delincuencia oficial son la pol icfa y el ejérc_~ 

to, qur traicionan su propia función de garantes del orden SQ 

cial."(22) 

Si bien es cierto, que mucho afecta la conducta de 

las personas el medio ambiente en que viven y la clase de PQ 

bldción que les rodea. tambi6n es cierto que el hogar es, ma 

terialmente, la casa, el mobiliario, su arreglo y su aseo, 

qu~ lo lli1cen atr.1ctivo o l'Ppulsivo al modus vivendi. 

llay casas que no se les puede llamar hogar, ya que 

a pesar de tener todas las comodidades, sus miembros están 

ausentes o viven en constante disgusto. 

Por lo que, la principal cadena de transmis16n para 

la difusión de las normas culturales, es la familia. Un ho-

~ar poco atractivo deprime al individuo, y lo puede llevar a 

cometer conductas antisociales o delictivas. 

!lasta hace poco tiempo se consideraba que la crimi­

nalidad µertenecia a los más bajos estratos sociales, pero 

con el tiempo y el crecimiento poblacional, se viene obser-

(22) SOLIS QUIP.OGll, fl[CTOR. ~Q~iolo_gj_'!_.f_i:j!'!inal. M6xico. 
Editorial Porrúa, S.A., 1990. Tercera Edlci6n. pág. 133. 
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vando la criminalidad en las clases medianas y acomodadas. (23) 

Pero es indudable que quienes viven en condiciones inadecua­

das, quienes sufren probreza y no tienen ocasión firme de m! 

jorar sus aspiraciones, de planear su futuro, estSn llamados 

a dar mayor causas de delincuencia, en contraposición a las 

clases sociales mis elevadas, que delinquen no por carencias 

materiales o sociales, sino por carencias morales y afecti­

vas de la famil la, que causan desviaciones en el comportamie.r!_ 

to. 

Otro aspecto del factor económico en la conducta de-

1 ictlva es, el fixodo de los campesinos a la ciudad, que se 

ven en la necesidad de buscar trahajo, encontrándose en las 

l>ajas cate~or1as, con ganancias q11c consiclcran grandes, 11cro 

que los gastos resultan mayores. 

/\hora liien, si notarnos que los pobres sólo tienen lo 

indispensable, y que carecen de los elementos indispensables 

y que en muchos de los casos se llega a la desnutrición, que 

provoca que el sujeto no tenga ánimos siquiera para robar. 

Su problema diario es conseguir el alimento, la ropa y la 

vivienda, por lo que no se permi le el Ju.in <le concurrir a la 

escuela, o iniciar el aprendizaje que puede llevarle a un lll! 

jor nivel de vida a la fílmil ia, lo que causa anclarse en el 

mismo nivel social. 

(23) Cfr. Ibidem. (lag. 143. 
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Es verdad que la ignorancia conduce frecuentemente a 

cometer errores y a ejecutar delitos, más que el conocimien­

to, pero no se debe sobrevalorar este elato; hay delincuentes 

cultos que lograron en ocasiones eludir la acción de la jus­

ticia utilizando su mejor preparación. Pero indudablemente, 

es mayor el fenómeno mientras m;is pobre e inculta sea la pe.r 

sona. Esto influye, adem:is, en que el individuo no puede t.ci_ 

mar un trabajo fijo, que provoca sentimientos ele minusvalla 

ffsica e intelectual, indisciplina, inconstancia, rosibleme_T! 

te inestabilidad e inmadurez. 

La pobreza como tal y la consiguiente 1 imitación de 

oportunidades no son determinantes para producir un porcent! 

je mayor de conducta delictiva. 

Pero cuando la pobreza y las desventajas que lo aco! 

paílan para con~etir por los valores culturales aprobad¿s por 

la sociedad y se mezcla la importancia cultura] del éxito P! 

cuniario como meta predominante, entonces si da como result! 

do altas proporciones de conducta delictuosa, al no lograr 

la persona sus aspiraciones. 

Robert K. Merton, considera que: "Las vfctimas de e~ 

ta contradicción entre la importancia cultural dada a la íl!!J 

hici6n pecuniaria y los obstáculos sociales para la plena 

oportunidad, no siempre tienen conocimiento de las fuentes 
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estructurales de la frustraci6n de sus aspiraciones." .(24) 

En soc icdades co1110 1 a nuestra, en 1 a que 1 a Importa.!! 

eta cultural dado el éxito pecuniario, se produce en muchos 

una tensión que provofa desviaciones que conllevan a que se 

apn1·ten de lns normas institucionales, r>et·o tan1bi6n sus ide! 

les morales pueden, en un momento, hacerles conservar lacre­

encia de la validez de las normas tanto tiempo cuanto sea PE. 

sible ser consecuente con ellas. Es un vituperio poder pedir 

ahorratividad para aquel cuyo ca111po fáctico de libre disposj_ 

ci6n se acerca a cero, en donde la palabra responsabilidad 

familiar, es palabra vacia, ya que estarlan contentos con PQ 

der asegurar el alimento diario; creando con el lo una con se-

cuencia de minusval Ííl que orinina un nuevo sentimiento de ª!! 

tovalores y en torno a el lo una mor.11 no bur~uesa o antibur-

~uesíl. 

Cada época y cada lugar tienen su propia moralidad, 

y se consideran delitos ciertos tipos de conductas, segün su 

trascendencia social. Pero mucho influye la desigualdad en 

la distribución de la riqueza, la adquisición del poderlo P.2. 

l!tico por parte de las personas de mejores posiciones y la 

desocupación de mültiples familias. 

(24) MERTON K., ROBERT. Teorla y Estructura Sociales. México. 
Fondo de cultura Ecoñomrca ,-'i9¡;lc[i-&gs-:--zo9:-2J9. 
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Mucho se ha dicho el valor del ejemplo que el .Estado 

da, para construir la moral de la sociedad. Es un elemento 

de tal valla, que si el presidente, los secretarios de esta­

do, o los empleados mis bajos de gobienrno violan la ley o 

cometen hechos delictuosos, la sociedad se desmoraliza y a su 

vez se sienten autorizados para hacer lo mismo, aunque se 

vean perseguidos. 

La crisis moral que en Mfixico prevalece ante la infl! 

ción y la crisis económica, se ha presentado como una franca 

desorientación, que se extiende a todos los niveles sociales. 

En un ambiente general de miseria, se incuban los mo­

vimientos colectivos: revoluciones, protestas, rebeldfas, P! 

ro también se generan toda clase de delitos y de conductas 

que normalmente se consideran inferiores o indeseables. 
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C A P I T U l O I I 
0

I 

LA IMPARTICION DE JUSTICIA PENAL EN MEXICO 

!. CONCEPTO Y CARACTERISTICAS. 

la Impartición de Justicia Penal, es hacer valer los 

derechos y obligaciones consa1radas en la Constitución Pol lt.i 

ca y legislación Penal; asimismo, Vi!1ilar porque estas normas 

sean cumplidas .Y respetadas por la sociedad. 

La lmpartición ele Justicia, está conferida al Estado, 

el cual, teniendo un orden jurldico coercitivo y que para ser 

efectivo se necesita que el propio orden establezca medios po 

derosos para su realización y un conjunto de personas, que 

den vida y apliquen los postulados jurfdicos; por lo que, la 

in~artición llene que ser esencialmente jurldica y limitada 

por la ley. 

La Impartici6n de Justicia, se puede considerar como: 

!) La función persecutoria y ejecutoria al cargo del Poder 

Ejecutivo y 2) La función jurisdiccional, encargada del Po­

der Judicial. 

En cuanto a ]a función jurisdiccional, la Constitu­

ci6n Polftica sPílala en su articulo 17 segundo párrafo: 
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"Art. 17.-

Toda persona tiene derecho a que se le adminis­
tre Justicia por tribunales que estarln expedi­
tos para impartirla en los plazos y términos 
que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones 
de manera pronta, completa e imparcial. Su ser 
vicio serl gratuito, quedando, en consecuencia: 
prohibidas las costas judiciales." 

El Poder Judicial tiene ~os ambltos de competencia: 

el federal y el estíltal o local. Pero en realidad, los tri­

bunales locales se encuentran subordinados a los de carlcter 

federal. Existe otro fuero que es el fuero militar, que tiene 

sus propios tribunales, legislacl6n y organización. 

Según lo dispuesto por el artículo 19 constitucional, 

el Poder Judicial federal estd formado por la Suprema Corte 

de Justicia de la nacl6n, los TribunaJQs Colegiados y Unita­

rios de Circuito y los Juzgados de Oistríto. t.1 Suprema Co_r 

te y los Juzgados de Distrito poseen una doble competencia, 

en virtud de que conocen de asuntos ordinarios federales, asf 

como de los juicios dn amparo. 

Aunque no forman parte del Poder Judicial Federal y 

son aut6nomos del Poder E,iecutivo, se debe considerar al Trl_ 

bunal Fiscal de la fcderacldn, que conoce preferentemente de 

controversias tributarias federales; al Tribunal da lo Conte!! 

e loso Administrativo que, dirime confl fetos suscitados contra 

autoridades del Olstrlto Federal; la ,Junta Federal de Conct-
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l iación y l\rhltl'aje que l'CSuelve las contl'ovcrsias laborales 

de orden federal; el Tribunal Federal de soncil íar.i6n y Arb.i 

traje que resuelve los conflictos laborales de los empleados 

federales y servidores pílblicos. 

Ahora bien, en cuanto a lo que concierne a la impdrtj_ 

clón de justicia en el ILlbito del Poder Ejecutivo, tenemos a 

la Procuradurla General de la Repílblica para conocer de los 

delitos federales y la Procuradurla General de Justicia del 

Distrito Federal para dirimir conflictos que se susciten en 

el Distrito Federal. 

/\si Jllll'S, nuestra Constitución faculta al Presidente, 

entre otr~s cosas, 11ara: 

"ARTICULO íl9. Las facultades y obligaciones 
del PrPsidente son las siguientes. 

XI l. Facilitar al Pode!' Judicial los auxi­
lios que necesite para el ejercicio expedi­
to ~n st15 f11nciones; 

Por lo que, el órgano para 1uxiliar al Pode~ Judi-

cial es la Procur.1d11rla General de la P-epúbl ica. 

El articulo 102 del precepto constitucional, señala 

las facul ta<les 1lcl Procurador General: deberá tener las mis-

mas caracterlsticas requeridas para ser Ministro de la Supr! 

ma Corte de Justicia; presidir las funciones del Ministerio 
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Público; intervenir en las controversias que se suelten entre 

dos o mis Estados ele la Federación; será el consejero jurldj_ 

co del gol>icr110. Tanto él como sus a11entes seríln responsa-

bles de toda f,11ta, omisión o violación a la ley, en que inc_!! 

rran con motivo dr sus funciones. 

Asimismo. el articulo l" de la Ley Orgánica de la 

propia Jnstituc16n, senala: 

"Art. !". La Procuraduría General de la República 
es la Dependencia del Poder Ejecutivo Federal en 
la que se integran la lnstiluci6n del Ministerio 
Públ leo federal y sus órganos auxil lares directos, 
para el despacho de lus asuntos que a aquélla y 
a su Titular, en su caso, atribuyen los artlcu­
los 21 y 102 de la Constiluci6n Pol itica de los 
Estados Unidos Mexicanos, el presente ordenamien 
to y 1.1s demás disposiciones legales aplicables". 

2. LOS DEHECllOS llUMANOS Y LA IMl'ARTICIOll DE JUSTICIA 

PENAL. 

El sistema penal, entendido como el conjunto de med:!_ 

das de control social de carácter penal, constituye una de 

las diversas medidas estatales adoptadas para el logro de 

las funciones encomendadas al Estado. La polltica criminal 

del Estado, debe poseer una determinada fisonomía y pol lti­

ca que le inspire la Ley Fundamental, as! pues, el ejercicio 

del ius puniendi debe estar 1 imitado por el reconocimiento y 

res¡>cto de los drrecl111s l111n1anos. 
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La Constitución Pollttca, contiene un catálogo deta­

llado y prdcticamente exhaustivo de los derechos humanos del 

procesado penal, que cubren todils las etapas y los aspectos 

del proceso penal; y es en este universo penal donde más ]ll!-

1 igran los derechos y su vulneración causil el daño mayor. 

Por lo tanto, los derechos del hombre reconocidos en 

la legislación penal. deben ser observados por cada uno de 

.los órganos del Estado que tienen injerencia en el sistema 

de justicia penal a la hora del ejercicio de su actividad p~ 

nitiva, ya que de no ser asl, no tcndrla mayor sentido reco­

nocer los derechos en el nivel formal. si en el plano mate­

riill los desconocen e incluso los violan impunemente. Para 

ello es necesa1·io fortalec1!r las instancias legitimas del 

ejercicio penal. hasta hacerlas eficaces y regulares. 

El licenciado Carlos Salinas de Gortari, señala al 

respecto: "El Estado se refornia y la sociedad civil se fort!!_ 

Ieee para general izar el respeto de tocios a la ley, alentar 

una participación ciudadana mds amplia y un ejercicio más 

responsable, respetuoso y eficiente de la acción gubernamen­

tal. Esta es la 111ocle1·ni1aci6n por la <¡ue nos esmeramos en 

M~xico: una modernización para la libertad, de aplicación rj 

gurosa y transparrnte de la ley, y un Estado ~ás cercano a 

nuestro idcill de justicia." (?.5) 

(25) VARIOS, ~a_c.~_t!!_, op. cit. (lag. 9 
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Sin embílrgo, nuestríl impartici6n de justicia está en 

crisis, y los abogados no somos ajenos a esta critica situa-

ci6n, toda vez que se ns victima y protagonista activo ante 

la misma. El momento que se vive en nuestra administración 

de justicia, es una crisis de ética. Como sefiala José Ma. 

Martfnez Val, "Líl Justicia humana padece lo que podrfomos lla 

mar, una grave insuficiencia moral". (26) 

EntonC!'s, es la cal !dad de los hombres y, consecuent.~ 

mente su fuerza espiritual y su preparación la que lleva a un 

sistema eficiente, y viceversa, la ausencia de verdaderos V! 

lores, dentro de un réqimen administrativo, lo conduce a la 

crisis. (27) 

De tal 11wnera, qur. la impartici6n de justicia en M~-

xico deberá superarse, no sólo en su régimen legal que pres_!! 

pone la garantla, sino también en la r.ficiencia y eficacia, 

para que la garantla legal quede como la cobertura institu-

cional de nna buena administraci6n. 

( 26) 

(27) 

M/IRTINEZ V/IL, JOSE MI\. Etica de la /lbogacla. Barcelona. 
Bosch, Casa Editorial, ·s·.i1-:-;-FHl?:--¡,á9:·,-· 
Cfr. MASllER C., FREOERICK Y CIMMHIO, SALV/ITORE. Citados 
por Gll.RCIA V/ILEtlCI/I, ANTONIO. Las Relaciones Humanas en 
la Administración Pública Mexicaiia~-Hexico·: .. ranorTar­
¡;-o¡;·,;¡k;-5:A:~-T911Ccüar·Ea· É·aréTón. p.1g. 21. 
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La Impartici6n de Justicia, debe ser una actividad 

encaminada a canalizar y superar los conocimientos, honesti-

dad y aptitudes de los servidores pObllcos, por 1o que, el 

Estado quebranta el derecho a la justicia formal cuando, por 

malicia o ineficiencia de la autoridad, se abstiene de brin-

dar seguridad. 

Si bien es cierto, que nuestra Constituci6n consagra 

la garantla a los derechos humanos del procesado, también lo 

es, que por ineptitud, negligencia o corrupci6n (deshonesti­

dad) de los servidores püblicos, que actüan en esta efera j! 

rldica, violan estos derechos. 

Una de las garantfas constitucionales, establecida en 

el articulo 20 fracci6n VIII, sefiala: que todo acusado "Serl 

juzgado antes de cuatro meses si se tratara de delitos cuya 

pena mlxima no exceda de dos anos de prisión; y antes de un 

ano si la pena mlxima excediere de ese tiempc". Y sin embar­

go, esta norma ha sido traicionada, con el resultado de que 

los procesos penales pueden durar, y de hecho duran, por un 

lapso en exceso del término constitucional. Ahora bien, en 

re1aci6n con el articulo comentado, tenemos el articulo 14 

del mismo precepto que senala: 

"ARTICULO 14 .... 
Nadie podrl ser privado de la vida, de la li­
bertad o de sus propiedades, posesiones o de­
rechos, sino mediante juicio seguido ante los 
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ll'lbunales prevlilinente establecidos, en el 
que se cumplan las formalidades esenciales 
del procedimiento y conforme a las leyes 
exp~dldas con anterioridad al hecho. 

Esta presunción comprende varios derechos, en primer 

lugar el derecho al previo juicio, poro en México, según es-

tadfsticas del IllEG!, el 75i: de las personas privadas de su 

libertad son presos sin condena, es decir, esperando ser sen 

tenciados, lo r¡ue implica el desconocimiento de·! principio 

de presunci6n dr. inocencia, consagrado en el artfculo noveno 

de la Declaración dp los De1·echos <lr.l Hombre y Ciudadano, 

que dispone: "Sr. presume que todo hornhre es inocente hasta 

Esta presunción de inocencia pas6 a formar parte del 

derecho positivo mexicano cuando suscribe la Convención Ame-

ricana sobre Derechos Humanos, y el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Pol lticos, consagrados en sus artículos 

8.2 y 14.,2 respectivamente, por lo que la legislación penal 

sustantiva del Estado debe ajustarse, a lo que la Ley Fund! 

mental establece y a lo que los Pactos y Convenios Interna­

cionales sefialan; esto se deriva de lo que establece el ar­

tfculo 2º, segundo párrafo del segundo Pacto mencionado, que: 

"Cada Estado parte se compromete a adoptar con arreglo a sus 

procedimientos constitucionales y a las disposiciones del 

presente Pacto, las medidas oportunas para dictar las dispo-
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slclones leglslíltivíls o de otro Cílrlctcr que fueren necesa-

rlíls, para hílccr efectivos los derechos reconocidos en el rr! 

sente Pacto y que no estuvieren yíl garílntizados por disposi-

clones legislativas o de otro carácter". Y de conformidad 

con lo dispuesto por el articulo 133 constitucional. 

De lo que se concluye que, líl legislación penal mexi-

cílníl en torno íl líl exigencia univrrsíll de rcconncimiento y 

respeto de los derechos humanos, se encuentran íldn distante 

dr. satisfacer 1~str. i<IP.íll, il pesar de que el Eslado intenta mQ_ 

dlflcílr prlcticíls, ílctitudes y con~ortamientos para realizar 

cambios profundo~ y durílderos. Al creílrse la Comisión Nacl~ 

nal de Derechos llumanos, se dieron pasos para hacer de esta 

defensa, una lucha general de toda la sociedad. (28) 

Pero debemos subrayar que en esos tratados, que repr! 

sentíln el mayor logro de la conciencia jurfdica universal, 

prácticamente no se otorgan al procesarlo penal derechos que 

éste no tuviese ya reconocidos por líl Constitución de 1917. 

Podemos señíllar que la historia del hombre es la hl2_ 

toria de la hdsqueda por dominar el universo, por lograr un 

(28) Cfr. Z/\MOR/\ PIERCF., JESUS. Grandesa y miseria de los De­
rechos liumílnos en el Derecha· P-rac·esarPenai-MexTcaño-:-­
MeXlCO.-ci1aderno~- de r·rñStffútoCleTñvestf9acToñesJ u r 1-
d 1 ca s, U.~.A.M. Año IV, No. IV. enero-abril/89, págs. 
37-46. 
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bienestar justo y equilibrado, en este mundo y en la sociedad 

en <¡ue vive. 

Es deseo constante en la historia humana la idea del 

progreso, du superaci6n y de lograr mis en todas las áreas, y 

el derecho no puede ser una excepción. 

Por lo que, con los cambios sociales, el Derecho Pe-

nal no es en alguna forma un fenómeno gratuito que conlleve a 

reformas legales en materia de delitos y procedimientos, si-

no aquel que proteje los intereses de la sociedad al igual 

que vela por los acusados de lar.omisión de un delito. 

Como senala Sergio Garcla Ramlrez: "No es posible ha­

blar de derecho y derechos y olvidar, en la realidad, con gr_a_ 

v!simo desentendimiento, a quienes deben ,1plicar aquél y cu_s_ 

todiar éstos. Por ende, cualquier esfuerzo por los derechos 

humanos debe comenzar por el trabajo de formar a quienes, con 

las manos armadas, asumen la misión oficial de respetarlos y 

de ampararlos, esto es, de ve~ que rijan frente a ellos mis-

mos, que se limitan y frente a los demls, a quienes limitan. 

!lay que insistir, con la más vigilante obstinación, en la S.!!_ 

lecc16n, la formación y las condiciones adecuadas para la 

prestación y la permanencia en el servicio." (29) 

(29) GARCIA RAMIREZ, SERGIO. Actualidad de los Derechos Huma­
nos en Materia Penal. Méxlco~--Cüarlii-rños-·aeYliisfftutoae 
TñVesTÍgacTiíiles-·ju"r.!dir.as, U.N.A.M. Año IV, No. !V, ene­
ro-abril, 1989. págs. 201 - 269. 



- 57 -

La Instituci6n del Kinisterio Público juega un papel 

trascendental en la lmpartición dr Justicia: asi lo estable­

ce la Constitución Política en su articulo 21 al señalar: 

"ARTICULO 21. ... 
La persecución de los delitos incumbe al Minis·· 
terio Ptíblico y a la policía judicial, la cual 
estar,! bajo la autoridad y mando inmediato 
de a~ué 1. . .. ". 

En r.1 t'l•laci6n con el artfr.ulo 102 del mismo ordena-

miento que dice: 

"AHTICIJl.O 102. 

A. L,1 l.ny organizará el Ministerio Ptíblico de 
la Fed•racifin, cuyos funcionarios serln nom­
britdos y removidos por el í.jecutivo, de acuer 
do con la ley respectiva, ..• -
lncumltn al llinisterio Público de la Federa­
ción, 1.1 persecución, ante los tribunales, de 
tocios los cielitos del orden federal; y, por 
lo mis1•10 a él corresponder,! solicitar las or­
denes de aprehensión contra los inculpados, 
buscar y presentar las pruebas que acrediten 
Ja responsabilidad de éstos: hacer que los 
juicios se sigan con toda regularidad sea 
pronta y expedita; pedir la aplicación de las 
penas • intervenir en todos los negocios que 
la ~ey dntermine. 

Por lo que podemos definir que es la Institución pr! 

sidida por un Procurador General, que actua en representación 

del interés sor.tal. en el ejercicio <In la acción penal y la 

tutela social, PU todos aquellos casos que le asignen las l! 

yes. En otras palabras, es la representante de la sociedad 
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y le corresponde tomar conocimiento directo de las denuncias, 

acusaciones o quejas que presenta aquella, relativas a del i" 

tos. 

Por lo que, al Mini~t.,rio Público, ya sea en materia 

federal o a nivel local, le corresponde recibir las denuncias 

o querellas, prncticar averiguaciones completas, y a veces d1 

!atadas, que en ocasiones tardan meses y nún anos, y hasta 

ctespl16s de ag{1tadíls líl~ averi!¡t1acioncs, co11signan el cnso a 

un juez, y aun esto a voluntad o arbitrio del propio Hinist! 

rio Público, porque, cuando le place opinar que no hay delito 

autoritaria111ente lo decln1·a sin intervenci6n alguna de un 

juez, y el nsunto ha concluido para siempre, que ningún ben! 

ficio a 'la i111¡0.1rtici6n de justicia. sino gravfsiurns peligros 

para las gnrantlns individuales y para ln tranquilidad so-

cial; (30) ya que rl ofrndi<lo por el delito, pide amparo por 

el desistimiento de ln acci6n. y "' demanda es rechazada por 

Improcedente. Rt>sultando asf. el tlinlsterio P1íblico, un juez 

lrrecurrible, in.1pelable e Irresponsable. Su desistimiento 

es definitivo y no puede esgrimlt·se cont1·a él recurso algu­

no, quedando ln victima en conipleto estarlo de indefensión. (31) 

Pero no debemo~ olvidar que el Ministerio Público "no juzga"; 

(30) Cfr. MllCllORRO llf\RVAES, P/1ULINO. El Ministerio Público, 
la intervención de terceros en eT .. pTciCelllin1éñ1o nenaT 
·-1-a-·oliH< a<:1óñ .. oricóñsi -ñar---s-e-úñ ·1-a-coñS muc:;ín:-H11 
~1Co. -c-añ!I s'f61í-1íií cTó ñ.á d.;-·¡y.;-¡.-e ~flcis' lí üma'ññ 5;-1m71 ~ . · 
p~g. 9-31. 

(31) Cfr. CllSTJlO V., JIJVFllTlllO. [J f:inisterio P1íbl ico en M6-
xico. Editorial Porrúa s.A.·.- l'i9U-:se¡itiniaE:C!TcHñ-:-·¡;Jg. 
1-90. 
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s6lo investiga los hechos que ¡1ucde11 constituir delito., reú­

ne los elementos para integrar lo que se 1 lama la averigua-

cidn previa y si considera, a su libre arbitrio, que es pru-

cedente, lo turna a un juez competente, ~ulen es el que decj 

de si hay o no del lto y responsabilidad y en su caso, apl 1-

ca las sanciones conforme a derecho. 

De acuerdo con los derechos consagrados en la Consti-

tuci6n Polltica, y con base en los ac1wrdo y circulares emitj_ 

dos por el Procurador General de ,Justicia del Distrito Fede-

ral, al llegar ,, la a~encla del Ministerio Públ leo, se cuenta 

con los siguientes derechos: 

- Ningún detenido puede ser maltratado, incomunicado, 
ni obligado a real izar trabajos. 

- Ninguna persona puede ser obligada a declarar en su 
contra. 

- El detenido debe ser presentado de inmediato con el 
médico de guardia quien certifica su estado flslco 
y mental (antes y después de que pase con el Minis­
terio Público}. 

- El Ministerio PDblico deberl resolver la situación 
jurldica del detenido en el menor tiempo posible, 

- Se tiene derecho a nombrar un abogado o persona de 
su confianza que esté presente en las actuaciones, 
si no se nombra, el Ministerio Piiblico asignar~ uno 
que preste sus servicios en forma gratuita (Defen­
sor de Dflc lo}. 

- A toda persona detenida se le otorgarl un recibo de 
aquPllos objetos que le sean reco~ldos. 

- Tiene derecho a solicitar, cuando proceda conforme 
a derecho, su libertad caucional. 
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Otro aspecto de la tutela de los derechos humanos que 

es preciso tomar en cuenta y que no es menos importante, es 

la selección y la capacitaci6n de los aplicadores de la ley, 

entre ellos, los Oefr.nsores de Oficio. {32) 

El Mirli~terio Piíhl ico tiene como fin iniciar y con-

cluir la serie de actividades que deben dar como resultado 

una avc1·iguílci611 p1·avia <JliC presupone una sentencia r1ron11nci! 

da por el juez. pero "dehe saber que su misión es ser defen-

sor de la justicia y que su intervención profesional es indil 

pensable para 'lll rríllizar.i6n". {33) 

r.1ra lo que r.s necesario que se ex,ijíl que líl persona 

que ocupe un cargo dentro de la Administración de Justicia, 

tenga una preparación cultural, conocimiento del Oerecho, C_il. 

pacidad dr comprensión para los altos valores del espfritu y 

de la sociedad, valor civil y patriotismo, aunado a la hones-

tidad que debe ser su estandarte para la defensa de la just! 

cia. {34) 

La carencia de estas cual t<ladcs, por parte de los ser 

vidores piíblicos encargados de la impartlción de justicia, 

{32} Cfr. G/\RCI/\ R/\MIREZ, SERGIO. op. cit. P~!I· 7.54. 

{33) l{AJ\TINEZ VAL, JOSE MA. op. cit. 39. 

{34) Cfr. BURGO ORillUELA, IGNACIO. op. cit. 16 
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conlleva a algún grado de temeridad, que se podrla definir CQ 

mo la ausencia de valor civil, la ausN1cia de una adecuada 

orientac 16n en la investlgaci6n, que provoca un estado de In­

defensión de los derechos sustanciales de las personas que 

acuden a Slll icitilr una pronta y eficaz i111partici6n de justi­

cia; situación esta que resta credibilidad de la sociedad en 

las institucionfs y que además fomentan la justicia priv! 

da. ( 35) 

3. LA ESTRATIFICACION SOCIAL Y LA IHPllRTICIOU DE JUSTI­
CIA PErll\L. 

En Mftxico, la mayorla de los acusados es gente de es­

casos recursos económicos, que se defiende a través de los D! 

fensores de Of lcio. 

la Ley de Oefensorfa de Oficio en el fuero Federal, 

en su artículo 10 fracc i6n I seílala: "Oe.fencler a los reos que 

no tengan defensor particular, cuando ellos mismos o el Trlbg 

nal resµectivo los designe con ese fin". Asimismo, la Ley de 

Defensor la de Oficio del Fuero Común en el Distrito Federal, 

en su artículo 1" fracción I establece: "Regular la lnstitu-

(35) Cfr. OERN/\l. CUELLAR, JAIME. Q~r!.c~.o_s.Llu!','ano~-~!!-~P.!:.. 
cial el Derecho de Defensa en el Proced1iíiTénto Penal. 
TiD9011~-cñ1 iilnlffa. · 1ier"i!·c fio.fienaT""Y- ri:ínliñoTii918:-vo1-:--
v 111. Uos. 27-2íl. die-enero-abril, 19R5-19f\6. págs. 349. 
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ci6n de la Dofonsorla ele Oficio dol Fuero Coman en el Distri-

tp Federal, la cual tendrá como fin el de proporcionar obl ig!'_ 

toria y gratuitamente, los servicios de asesorfa, patrocinio 

o defensa en materia penal, civil, famil far y del arrendamie.!! 

to inmobiliclarfo", y dentro do sus funciones prioritarias es­

tá la de "Vigilar que se respete las Garantías Individuales 

de su representación; emplear en cualquier etapa del procedi­

miento, los medios que den lugar a desvirtuar el cuerpo del 

del !to o de la presunta responsabilidad penal de su represen­

tado, a efecto de obtener un resultado favorable para el en­

causado; las de.111,fs que coadyuven a real izar una defensa con­

forme a dl!rochn, que propicie la impartici6n de Justicia pro.!! 

ta y expedita". 

Por ln que el Defensor de Oficio, como abogado, puede 

y debe asumir la defensa de causal penales absteniéndose de 

involucrar su opinión personal sobre la culpabilidad del acg 

sacio, pues todo imputado tiene derecho a que se prueben los 

hechos, sn culpabilidad y grado de la misma, en Juicio pObl! 

co con las garant!as de un debido proceso. 

Sin embargo, el Defensor no actOa, tan sólo se limita 

ofrecer testimoniales con el propósito de acreditar la bue­

na conducta del acusado, para coo e]lo obtener como punici6o 

el mfnimo de la punibflldad y, con ello, contrariamente a su 

función, pero coherentemente con su ineficiencia, tambi6n P! 
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de la conclerw; ohviarnente el .iuez dicta sentencia de condena, 

•poyándose exclusiv¡¡rnentc, en líl ílveriguación previ•, que fue 

inquisitiva, ya que todos los ílctos son real izados por y ante 

el Ministerio 1'1íhl leo, sin la presencia del Defensor ni el 

Juez. Este es el juicio penal que se vive en México y que P! 

decen los acusíldos pobres. 

Volkrnar Gessnir, en la investigación ernpirica que re! 

liz6 en México, sefialíl que las violaciones al derecho tiene 

lugar de arrHia abajo en la ,icrarquía social, y por lo tanto 

las demandas tiene que ser presentadas de abíljo hacia arriba, 

asimismo, se puede constatar que prevalece una marcada dife-

rencia en cuanto íl la prosentaci6n y resolución de controver-

sias, ya que la capa social medida segan sus ingresos decide 

si se presenta o no una queja, ya que por lo rr.gular líl gente 

de escasos recursos económicos, por ignorancia, temor o des­

confiílnsa poco SP inconforrnan. (36) 

Por otro líldo tenernos, como deciamós. que la mayoría 

dr. los acusncloC'i son prrsonc1s clr rscttsos rr.c11rsos econ6rnicos, 

lo que trae corno consecuencia que la mayorla de los indicia-

dos sean de esta condlci6n, corno se puede constíltar con los 

casos de delincuentes estudiíldos por llilda Marchiori, de los 

que desprende que en su generalidad eran personas de escasos 

(36) 
l 

Cfr. GESSNllL VOl.KMAR. Los Conflictos Sociales y_Ja Ad­
mi TI is trae i 6n de Justicia-en M!;Xlco-.---1.1~xTcñ-:-u. w:x:i:i:-;-­
Wil6-;'----pá'iís--:-Ty-ss:-·---·-------·---· 
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resursos, analfabetas y provenientes de familias desintegra-

das. (37) 

Ahora bien, no son tan sólo los factores económicos 

los que deter~inan estas estadlsitcas, sino que tambi6n tiene 

que ver la ática profesional ele los abogados que intervienen 

en lo que es la impartición ele .iusticia. 

/\ndrés De la 01 ivil Santos, en su pr6logo al 1 ibro 

"Etica de la Aboga el a", seiialr., acertadamente: "El núcleo ce_!! 

tral de la crl5iS es 1110ral, No hay estructura, por perfecta 

que sea en teorla que funcione bien, que juzgue y tramite 

bien. si todo, también lo bueno; también el simple cumpl imie_!! 

to del deber tiene un precio, en met.nico o en especie." 

Otro dc los factores que elalian la esfera de la admi-

nistraci6n de justicia, es el intrusismo ya que seudo aboga­

dos proliferan por los tribunales, que es particularmente gr! 

ve porque afecta de manera muy directa a la vida social y al 

buen func!onamiento de la adminislrilci6n de justicia: (38) 

Es necesario que se tenga vocaci6n profesional, pero 

como sefiala Ignacio ílurgoa Orihuela: "La vocaci6n por si sola 

(37) Cfr. MARCllIORI, llILD/\. Psicologla Criminaj. México. Edi 
torial Porrúa, S./\.,, 19if9;--séxTil·raTcTón." págs. 15-149. 

(38) Cfr. MARTINEZ VAL, JOSE MI\. op. cit. pág. 53. 



- 65 -

no hace al abogado. Este debe tener talento jurldico, que es 

la predispos lclón natural de la 1ntel igencia hac1a el clerecho. 

Se desarrolla en tres capacidades sucesivas que son: la apre-

hensión, el an~l isis y la sfntcsis. El que no tenga facili-

dad de aprelwndc•r o captar la esencia de las cuestiones jurl­

dicas <1ue se le planteen, el que caresca de perspicacia y se!l 

sibil idad para comprcnderlus, no <'S intel igentc y esttí imposi 

bil ltado, por ende, para ejercerla cap.1cidad anal !tica y la 

sintltica sobre tales cuestiones." (39) 

Por lo qtJQ, aunque nuestros ,Juzgados y Tribunales ei 

tuviesen 1 lmpios, ordenados y hinn acondicionados; aunque es­

tuviesen materialmente servidos por un ndmcro sufiente de ju! 

cas y colnboradores de dstos; aunque dispusiesen de los me-

dios materiales mis modernos, ln crisis subslstirfa, quizns 

incluso ngrnvnda, porque podrlan hacerse en menos tiempo, más 

cosns crrónr?as, más co~as mal lwchns) ílrbitrnrias o injus-

tas. ( 40) 

Si prctr•ndemos suponer que ln norma penal es capaz 

por sf misma da modelar conducatas, que hacer que la gente se 

comporte de tal o cual manera, realmente es dificil que se 

(39) 

(40) 

UURGO/\ ORlllUEl.I\, IGNACIO. rJ Jurist¡¡ y el Simulador del 
Derecho, Mxtcn. l:ditorial· i•oi··¡;a¡¡·; ·s·.1c,· ·¡99r;··1eréera·· 
IilTcTliri. pág. 50 

Cfr. MARTlflEZ VAL. ,JQSE MA. op. cit. pá9. JO 
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llegue a logrílr y, sobre todo, en un Eslíldo como el nuestro, 

donde existe uníl gran estratlflcaci6n social y hay un alto 

grado de deslngllitlmaci6n de las Instituciones penales fede­

rales, como de las estatales en gPneral. 
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CA l T U L O IV 

EL PROCEDIMIENTO ANTE LA COKJSJON NACIONAL 

Y SUS RECOMENDACIONES. 

l. EL PROCED!Nl[NTO. 

El procedimiento que se realiza ante la Comisi6n Na­

cional, como su propia Ley lo seílala, debe ser breve y sene! 

llo, sujetlndose a los principios de Inmediatez, concentra­

ci6n y rapidez. 

Es requisllo, y as! lo establece el articulo 78 del 

Reglamento Interior de la Comlsi6n Nacional, que la present~ 

ci6n de la queja dehr ser por escrito con la firma o huella 

digital del quejoso, y sdlo en casos urgentes podrl a~nltlr­

se una queja que se formule por cualquier medio de comunica­

c16n eleclr6nlca, inclusive por tel~fono; todo escrito debe­

rá contener como mlnimo Indispensable, los datos de identlf! 

caci6n, nombre completo, domicilio y de ser posible teléfono 

de la persona que presuntamente ha sido o está siendo afect~ 

da en su esfera Jurldica. 

En los casos en que se denuncie una violaci6n a los 

derechos humanos, por vio telef6nfca, el servidor pOblico 

q11e la reciba, levílnlará acta ci1·c11nstnnciada, la que deberá 
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ser ratificada por el denunciante, dentro de los tres dlas 

siguientes a su prnsentanci6n, de no ser asf, se tendrá por 

no presentado el escrito de queja y se enviará al archivo. 

Aunque en ciertos casos, la Comisl6n Nacional se re­

serva el derecho de investigar de oficio el motivo de alguna 

queja que considere grave los actos presuntamente vlolatorios. 

El articulo 25 de la Ley de la Comisl6n tlacional, e1 

tablece que cualquier persona podrá denunciar presuntas vio­

laciones a los derechos humanos, inclusive por menores de 

edad. 

La Comls16n Hnclonal tiene servicio durante las 24 h~ 

ras del d!a, d<> tal suerte que si el ofendido tuviera neces_! 

dad de solicitar ayuda, a cualquier hora, fiste contará con 

la asistencia de persoual calificado que atenderl su petición; 

asimismo, en caso de que ln persona no sepn C!scrilJir o sea mg_ 

nor de edad, h quC!.ia puede presentarse oralmente, para lo 

cual el profesional ot1cargndo lcvantarl el acta cirtunstancl! 

da. 

Cuando los quejosos se encuentren recluidos en un ce_!l 

tro de detenci6n o reclusorio, sus escritos deberán ser remi­

tidos con prontitud por los encargados del centro respectivo, 

o bien entregarlos directamente al Visitador General o al a~ 

junto. 
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Ahora bien, en cuanto al fondo de la denuncia,- éste 

debe ser claro y preciso, detallando la violación o violaci! 

nes de los Derechos Humanos, y de ser posible, Identificar a 

las autoridades o servidores pílblicos, cuyos actos u omislo-

nes considere haber afectado sus derechos fundamentales; en 

caso de que no sea posible precisarlos, el Reglamento Inter­

no de la Comisión nacional en su articulo 86 seftala que integ 

tará realizar su Identificación durante el curso de la lnves-

tlgac16n de la queja, valiéndose de los medios a su alcance. 

Llna vez admitida la Instancia de queja, se registra, 

se asigna número de expediente y se acusa de recibida; se tur 

na a la. Visltadur!a General correspondiente para los efectos 

de su cal ificaci6n. El acuerdo di! cal lflcacl6n podrá ser: 

1. Presunta violación a Derechos Humanos 

11. Incompetencia de 11 Comisión Uaclonal para cono­
cer de la queja; 

11!. Incompetencia de la Comisión tlacional con la ne­
cesidad de realizar orientaci6n jurldica; 

IV. Acuerdo dn calificaci6n pendiente, cuando la QU! 

ja no re&n• los requisitos leg•les o reglamenta­
rlos, o lsta sea confusa. 

La queja que haya sido calificada como presuntamente 

vtolatoria de los Derechos Humanos, deber~ ponerse en conoc! 

miento de las autoridades senaladas como rrsponsables, a efe~ 



- 70 -

to de que den contestílción sobre lo que se les imputa. 

Pero como sr. indicó, el procedimiento conlleva el pri!!_ 

cipio de inmediatez, por lo que el profesional encargado del 

asunto, a fin de logrílr una conciliación entre los intereses 

de las partes involucradas, se pondr§ en contacto inmediato 

con la autoridad, tratando de logar con ello una solución sa 

tisfactoria o el allanamiento del o de líls responsables. 

El Visitador Adjunto tiene la responsabilidad de in­

tegrar debidamente el expediente de quejíl¡ se hílrá llegar las 

pruelrns conducentes y practicílrá líls indispensables hasta con 

tar con líls evidencias adecuadas para la resolución de la qug_ 

ja; al elaborar líls conclusiones, que serán la base de las R~ 

comendaciones, deberln estar fundamentadas exclusivamente en 

la documentaci6n y pruebas que obren en el propio expediente. 

En la etapa de investigaci6n, el profesional asigna­

do al caso, podrl solicitar a la autoridad los informes nec~ 

sarios o en su defecto acudir personalmente a las oficinas a 

fin de recabar la información o pruebas que considere conve­

nientes. Si la autoridad no apoyílra lílS labores de los ser­

vidores de la Cornisi6n Nacional, se lrnrá acreedor a que se 

le informe a su superior jerárquico, independientemente de 

las responsabilidades administrativas a que hílya lugar. 
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Segdn el articulo 109 del Reglamento Interior~ "Cuan­

do una autoridad o servidor públ leo federal deje de dar res­

puesta a los requerimientos de información de la Comisi6n ti! 

cional en más de dos ocasiones diferentes, el caso será tur­

nado a la Secretarla de la Contralorfa General de la Federa­

ci6n a fin de que, en los términos de la Ley Federal de Res­

ponsabil idaáes de los Servidores Públ leos, se instaure el pr_Q_ 

cedimlento administrativo que corresponsa y se impongan las 

sanciones que resulten aplicallles". 

Se ha mencionado, el procedimiento debe ser breve y 

sencillo, y que cuando amerite el caso, se procurará llegar 

a una concil iaci6n, la cual en muchos de los casos es favor!l_ 

ble, sln necesidad de llegar a formular la Recomendación; P.'!. 

ro si fuera el caso de que no se llegara a una conciliaci6n, 

la consecuencia inmediata será la Recomendación que corres­

ponda. 

2. LAS RECOMENDACIONES Y LOS OFICIOS DE tlO RESPONSABI­

LIDAD. 

Las Recomendaciones de la Comisi6n tlac!onal es el d.Q. 

cumento, que después de la investigaci6n y reunidos los ele­

mentos de convicción que comprueben la violac16n de los Oer~ 

chas flumanos, se envfa a la autoridad que por sus actos u omj_ 

siones afecten los derechos fund.1mentales del o los quejosos, 
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a fln de que ésta tome las medidas necesarias para el .cumpl.:!_ 

miento de la misma. 

De acunrdo al articulo 133 del ReglaMento Interno, 

las Recc.'.llendacfones deberán contar con loc. siguientes eleme_~ 

tos: 

l. Descrlpci6n de los hechos violatorios de los De­
rechos Humanos; 

11. Enumeracl6n de las evidencias que demuestran la 
vlolaci6n a Derechos Humanos; 

111. Descripción de la situaci6n juridica generada por 
la vfolacl6n a Derechos Humanos y del contexto en 
el que los hechos se presentaron; 

IV. Observaciones, admlniculaci6n de pruebas y razo­
namientos 16gico-juridicos y d,e equidad en los 
que se soporte la convicción sobre la violación 
de Derechos Humanos reclamados; 

V. Recomendaciones especificas, que son las acciones 
que se solicitan a la autoridad sean llevadas a 
cabo para efecto de reparar la violación a Dere­
chos Humanos y sancionar • los responsables. 

la Recomendaci6n S<!rá suscrita por el Preslde~te de 

la Comisión llacional, misma qur. será publicada, salvo en los 

casos que él considere que no sea publicada. 

las Recomendaciones son autónomas y no vfnculatorias, 

no tienen carácter coercitivo, puesto que no obligan a laª! 
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toridad o servidor público a quien va dirigida, por lo que 

su efectividad la basan en la presión moral y, aunque sea apg_ 

lltlca la Comisi6n, si tienen efectos polfticos, ya que com­

prometen al servidor público o autoridad violadora de los d! 

rechos fundamentales, ya que los hechos generadores de la vig_ 

laclón se hacen públicos. Por lo que, en muchos de los casos 

s! son atendidas las Recomendaciones. 

Una vez notificada las Recomendaciones a las respons! 

bles, éstas tendrán un plazo de quince dfas hábiles para res-

ponder si l<l aceptan o no. El se1·vidor público o autoridad 

que acepte las Recomendaciones contará con quince dfas hábi­

les mis para efecto de enviar las pruebas de que la misma ha 

sido cumplida. 

El articulo HO del Reglamento Interno, le da compe­

tencia a la Comisión Nacional para dar seguimiento y verifi­

car que se cu~~la cabalmente la Recomendación. Y·no as!, pa­

ra intervenir en una nueva o segunda investigación, formar 

parte de una Comisión Administrativa o participar en una Av! 

riguación Previa sobre el contenido de la Recomendación. 

La Comisión llacional también expide Documentos de No 

Responsabilidad en los supuestos de que no se haya configur!l_ 

do ln violación a 1os Oerer.hos tlumanos; quo. de igual manera 

serán pOblicos y notificados al quejoso y a la autoridad a la 
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que se le haya iml'utado la violación, 

Estos documentos se refieren n casos concretos cuyo 

origen es una situación especifica, y por lo tanto, no son 

de aplicación general y no eximen de responsabilidad a la ag 

toridad respecto a los casos de la mis111a lndole. 

/1simis1110, la Comisión !h1cional podt'<I denunciar penal­

mente a toda aquella persona que incurra en el delito de fal 

sedad de declaraciones hechas ante autoridad distinta de la 

judicial, 
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e o íl e L u s 1 o N E s 

J. La persona es un todo, que abílrca su naturaleza, sus 

principios individuales, su propio ser; es un todo indivisi­

ble. Asl podemos decir, que la dignidíld del hombre es parte 

integrante de su ser. 

Nuestra Constftuci6n, en su articulo 3°, consagra CQ 

mo base de la educaci6n y principio rector de la misma, el 

coadyuvar con el educando el aprecio por la dignidad de la 

persona. 

Este principio no deberla aplicarse tan s6lo al lmb! 

to de la educación, sino que deberla ser un principio que se 

integrara en todas líls actividades en líls nue interactaa el 

hombre, y sobre todo en el lmbito Judicial y Administrativo, 

donde prevalece la corrupción y el mal trato. 

2. Los Derechos Humanos son protl!gidos, en este México 

nuestro, desde la defensa de la independencia y más tarde se 

consagran en las Constituciones de 1857 y 1917, pero es bien 

sabido que por carecer de una educación integral y una inter 

pretación correcta de los mismos, estos derechos continuamen 

te se violaban, y se siguen violando por parte de las autor.! 

dades que se refleja en el trato y sus actuaciones, lo que 

ha provocado una práctica cotidiana de continQas violacio-
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laclones, que se generalizo a todos los niveles. 

3. Lo conveniente serla que el Capitulo correspondiente 

de las Garantlas Individuales, como se denomina en la Consti­

tuci6n vigente, cambiara por los Derechos del Hombre, como se 

denominaba en la Constituci6n de 1857, toda vez que esta con­

cepci6n abarcarla los Derechos del Hombre en su conjunto, es 

decir, sus garantlas de seguridad y libertad, con algunas re• 

formas en las que pudiera contener, dentro del capitulo, sus 

derechos ecn6micos y sociales. 

4. El lmbito de competencia de la Comisión Nacional, por 

ser la Instituci6n creada para vigilar la actuación de las 

autoridades, deberla abarcar no sólo el lmbito administrati­

vo, sino también vigilar la actuación de los órganos jurlsdl~ 

ctonales, en lo que se refiere a los Derechos Humanos, cuando 

su actuación traiga consigo una violación n los mismos, incl! 

yerido al Ministerio Püblico, que en muchas de sus acutaclones 

Incurren ~n violaciones y como es considerado representante 

social y no autoridad, no hay quien los vigile. 

5. Los funcionarios de la Comisi6n Nacional deberlan ser 

elegidos a través de exámenes de oposición, y no ser designa­

dos al libre albodrlo, por el Titular del Ejecutivo; donde se 

evalüe la vocación de servicio, la probidad moral, conoclmlen 

tos de Derecho, de tal suerte, qua todo profesionlsta tuviera 
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la oportunidad de representar a la Instituci6n, y coadyuvar 

con el gobernado n defender sus Derechos con fitica profesio­

na 1. 

6. En·cuanto a la estratificación social en México, te-

nemos un sistena de clases sociales muy marcadas, en cuanto 

a que, si bien es cierto que ex is te la posibilidad de la mov_t 

lidad social, también es cierto que, la clase que detenta el 

poder pal ltico, también ·detenta el poder econ6mlco. Esta cla 

se es un grupo ~inoritario y cerrado, en cuanto a se refiere 

al grosor de la población. Si realmente se diera una mejor 

distribuci6n de la riqueza que produce la poblaci6n, se po­

drf.1 dar una mayor moviJ·idñd social ne ascenso y desarrollo, 

procurando que la cultur·a y la educación se aboquen al resp_g_ 

to de los derechos humanos, para beneficio de toda la socie­

dad. 

7. Es tan import;111te para la seguridad, paz y tranquil.!_ 

dad en un Estado de ílnrecho que los gobernantes actden con v~ 

caci6n de servicio y honestidad, para que el gobernado crea 

en sus funciones y en las instituciones de justicia. 

B. tluestra Justicia Penal, es un cai.po de acci6n donde 

más se violan los dernchos hur.ianos, cierto es, que existen t_<! 

da una serie de normas y procedimientos para hacer valer es­

tos derechos. l Pero que sucede cuando la persona que se ve 

involucrada en un proceso penal, es humillada, maltratada, y 
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que su dignidad es daílada?, l/o hny norma que regule este co1~ 

portan1lento, por ser un derecho subjetivo, queda al libre coi~ 

portamiento de quienes imparten ln justicia. Esto no es tnn 

sólo en materia penal, que es el enfoque de esta tesis, sino 

que en materia administrativa, famil inr, civil, en fin, en tQ 

dos los ámbitos de impartici6n de justicia. Existen prácticas 

y hábitos que no están apegados a Derecho, lo que se refleja 

en la prestación del servicio que estl otorgando, ya que la 

corrupción y los engaños de los servidores públicos, conlle­

van a la violación de los Derechos ~unanos. 

9. Con el afln de acabar con estas prácticas y vigilar 

las actuaciones de los gobernantes, se han creado una serie 

de Instituciones, a las que el gobernado puede acudir a soli­

citar ayuda, cuando se vea afectado en su esfera jurldlca. 

Pero, considero que alguna de ellos, como la Procuraduría SQ 

cial, cuyas funciones se ven l!mpalmadas con las de la Comi­

sión llacional, ya no deber !an de funcionar. 

10. La Defensoría de Oficio, tanto federal como local, d.~ 

berta ser vigilada por la Comisión Nacional, para que realme.)! 

te se aboque al fin para el que fue creada. 
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